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RESUMEN 

La presente investigación trata sobre el estudio de la implicancia que tiene 

la política criminal frente al delito de sicariato juvenil, en los adolescentes de 

16 a 18 años. En tal sentido, se ha podido determinar que la ineficacia de la 

política criminal se debe, en parte, a que el delito de sicariato juvenil es un 

problema social, mas no un problema jurídico como se cree y, por ello, el 

Derecho como medio social formal no funciona. Además, en el transcurso de 

nuestra investigación hemos advertido que la práctica legislativa de elevar la 

pena privativa de libertad no funciona en la sociedad peruana. Por tanto, se 

debe priorizar una política pública tendiente a fomentar el empleo juvenil y 

priorizar en la educación de los niños y adolescentes. Por lo que también se 

ha corroborada que la propuesta de algunos congresistas en materia del 

delito de sicariato juvenil de menorar la edad de imputabilidad hasta los 12 

años no tendrá el efecto querido, esto es, reducir el índice de criminalidad en 

el delito de sicariato juvenil. Agregado a ello, al momento de emitir alguna 

política criminal se debe realizar un previo estudio sobre el fenómeno, en 

este caso, sobre el delito de sicariato juvenil para que así se puede conseguir 

una solución definitiva. 

Palabras claves: Política criminal, derecho penal del enemigo, delito de 

sicariato juvenil e inimputabilidad. 
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ABSTRACT 

This research deals with the study of the implication that criminal policy has 

against the crime of juvenile hit men, in adolescents between 16 and 18 years 

of age. In this sense, it has been possible to determine that the 

ineffectiveness of the criminal policy is due, in part, to the fact that the crime 

of juvenile hit men is a social problem, but not a legal problem as it is believed 

and, therefore, the Law as a means formal social does not work. Furthermore, 

in the course of our investigation we have noticed that the legislative practice 

of raising the custodial sentence does not work in Peruvian society. 

Therefore, a public policy should be prioritized to promote youth employment 

and prioritize the education of children and adolescents. Therefore, it has also 

been corroborated that the proposal of some congressmen regarding the 

crime of juvenile hit men to lower the age of accountability to 12 years will not 

have the desired effect, that is, reduce the crime rate in the crime of juvenile 

hit men. . Added to this, at the time of issuing a criminal policy, a preliminary 

study must be carried out on the phenomenon, in this case, on the crime of 

juvenile hit men so that a definitive solution can be achieved. 

Keywords: Criminal policy, criminal law of the enemy, crime of juvenile 

assassination and unimpeachable. 
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INTRODUCCIÓN 

La investigación realizada representa un estudio de la política criminal 

y su impacto en el delito de sicariato juvenil, en los adolescentes de 16 a 18 

años de edad. De tal forma, hemos señalado el ineficaz resultado de la 

política criminal tendiente a maximizar el uso del Derecho Penal como medio 

para combatir el aumento del delito de sicariato juvenil. En este sentido, 

creemos que el Estado debe aplicar en primer lugar otras políticas públicas 

diferente al Derecho Penal y, en su defecto, aplicar recién como última ratio 

el Derecho Penal. Teniendo en cuenta que el aumento del delito de sicariato 

juvenil no es un problema legislativo y que, por ende, la solución no puede 

ser encontrada en el Derecho Penal, menos aún en la drasticidad de la pena 

privativa de libertad en el delito de sicariato juvenil.  

De esa manera, nuestro trabajo de investigación titulado “Impacto de 

la política criminal sobre el delito de sicariato juvenil, en los adolescentes de 

16 y 18 años, Huánuco 2019” desarrolló en el Capítulo I el planteamiento del 

problema.  

En el capítulo II, se describió todo el marco teórico y los antecedentes 

de estudio que se relacionan con los fines de nuestro trabajo de 

investigación.  

En lo que respecta al capítulo III esbozamos todo el marco 

metodológico de nuestra investigación, siendo propicia para nuestros 

objetivos la investigación aplicada; diseño no experimental y con un nivel 

explicativo. Asimismo, nuestros métodos han sido el funcional, exegético e 
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inductivo. De igual forma, nuestro instrumento del cuestionario ha sido 

elaborado para ser aplicados a un grupo total de 15 abogados colegiados en 

el Colegio de Abogados de Huánuco que nos han brindado los datos que 

nos han permitido para contrastar las hipótesis.  

El capítulo IV se desarrolló en realizar la descripción de los datos 

obtenidos de las encuestas. En el capítulo V se ha desarrollado la discusión 

de los resultados y la contrastación de las hipótesis. En el mismo capítulo, 

se desarrolló tres aportes científicos ligados al sistema jurídico. 

Finalmente, se consignó nuestras conclusiones y recomendaciones 

con el objetivo de solucionar la problemática que genera el delito de sicariato 

juvenil.  
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CAPITULO I: PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN 

1.1. Fundamentación del problema de investigación 

La criminalidad, entendida en su acepción principal como la cantidad 

de transgresiones legales calificadas como delito en un tiempo y lugar 

determinado, es un fenómeno que involucra a todas las sociedades 

en mayor o menor magnitud. Para Ferrajoli (2008) la globalización que 

venimos experimentando, ha evidenciado las limitaciones que 

demuestra el derecho penal en sus funciones de prevención general 

y especial; así como, la evitación de las penas arbitrarias, dado la 

mutación de la criminalidad en el orden económico, social y político. 

La mundialización de las comunicaciones y de la economía no 

acompañada de una correspondiente mundialización del derecho y de 

sus técnicas de tutela explica en parte tal fenómeno (p.17). 

Según el sitio web “Statistics Online de la Oficina de Naciones Unidas 

contra la Droga y el Delito – ONUDD -, la tasa de homicidios en 

América asciende a 17,2 % en 2020, que es la más alta del mundo, 

en África, es del orden del 13 %; Asia 2,3: Europa 3; Oceanía 2,8con 

una ratio a nivel mundial del orden del 6,1 % (dataunodc.un.org. 

Consultado el 14 de octubre de 2019). 

En Perú, el índice de criminalidad asciende a 66,1 y la índice 

seguridad es del 33,39 (Numbeo, 2021). En el caso del delito de 

sicariato las víctimas a nivel nacional durante los años 2015 al 2017, 
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fueron: 2015, 97, 2016, 102; 2017, 93; total: 292 (Observatorio del 

Ministerio Público, 2017, Mapa N° 5). 

Dentro de las principales causas de este flagelo se encuentra la 

delincuencia organizada, venganza, delincuencia común, facilitar otro robo, 

cobro de cupo, golpes traumáticos, celos, cobro de coimas.  

Tratándose del delito de sicariato juvenil, se ha establecido que el 

accionar delictivo se inicia a los 12 años con arrebatos o robos, luego a los 

14 o 15 escalan a otras infracciones más graves, conducta se ve reforzada 

por su entorno ligado a la delincuencia. Se encuentras asociados a estos 

factores: violencia en el hogar, entorno familiar delincuencial, pobres 

relaciones afectivas, consuno de drogas, deserción estudiantil, 

principalmente. 

Ferrajoli (2008) sostiene que ante la escalada criminal los Estados han 

adoptado políticas criminales, orientadas básicamente a la agravación 

de las penas, sobrestimando el rol del Derecho Penal como medio de 

control social, desatendiendo las formas de la intervención punitiva y 

las causas de la impunidad (p. 18), por lo que no se ha logrado los 

efectos esperados, ya que como anota el autor citado nos enfrenamos 

a una “nueva cuestión criminal”, lo que implica un cambio de 

paradigma en la atención de la criminalidad, en especial la referida al 

sicariato juvenil, situación que compromete o se “orienta al colapso 

del principio de legalidad y, consecuentemente , a la quiebra de la 

capacidad regulativa de la ley” (p. 24). 
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En este orden de ideas observamos que el estudio de este fenómeno 

delincuencial aún es limitado, por lo que se requiere estudios más precisos 

e interdisciplinarios. La ciencia del Derecho no puede estar ausente de este 

propósito, máxime si como lo afirma el destacado jurista italiano el derecho 

acusa un serio retraso frente al avance de la criminalidad y en especial 

respecto al sicariato juvenil. 

De lo acotado, el aumento de las penas, la exclusión de los beneficios 

penitenciarios, la creación de nuevas figuras delictivas y las circunstancias 

agravantes contradice en todo sentido a los fines de la pena. Según el 

artículo noveno del Título Preliminar del Código Penal “La pena tiene función 

preventiva, protectora y resocializadora”, Por tanto, lo que pretende el Estado 

peruano a través de la pena como consecuencia de un delito es que el 

delincuente se rehabilite en cuanto dure su pena y, luego de ello, sea 

reincorporado a la sociedad como una persona nueva, sin embargo, el 

legislativo al agravar las penas contradice dicho principio.  

Hoy en día el derecho penal no es el único medio con el que se cuenta 

para erradicar la criminalidad en nuestra sociedad, además de ello, el poder 

legislativo debe adoptar, preferencialmente, medidas preventivas que 

aquellas medidas que solo se basan a combatir o a reaccionar frente a la 

consumación del delito. En suma, el Estado peruano debe observar si dichas 

medidas legislativas tienen eficacia frente a la criminalidad. La realidad nos 

demostró que la intervención drástica del derecho penal como medio de 

control social ha fracasado. 
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1.2. Formulación del problema de investigación 

1.2.1. Problema General 

 ¿Cuál es el impacto de la política criminal acerca del delito de 

sicariato juvenil, en los adolescentes de 16 a 18 años, Huánuco 

2019? 

1.2.2. Problemas Específicos 

 ¿Qué factores sociales contribuye en la perpetración del delito de 

sicariato juvenil en los adolescentes de 16 a 18 años, Huánuco 2019?  

 ¿Cómo el incremento de la sanción penal para el delito de sicariato 

juvenil contribuye a la reducción del mismo, en los adolescentes de 

16 a 18 años, Huánuco 2019? 

 ¿En qué medida la reducción de la edad penal a los 12 años, 

contribuiría a la lucha contra ese flagelo, en los adolescentes de 16 a 

18 años, Huánuco 2019? 

1.3. Formulación del objetivo de investigación 

1.3.1. Objetivo General 

 Determinar el impacto de la política criminal acerca del delito de 

sicariato juvenil, en los adolescentes de 16 a 18 años. 

1.3.2. Objetivos Específicos 

 Establecer los factores sociales que contribuye en la perpetración 

del delito de sicariato juvenil en los adolescentes de 16 a 18 años, 

Huánuco 2019. 
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 Analizar si el incremento de la sanción penal para el delito de 

sicariato juvenil contribuye a la reducción del mismo, en los 

adolescentes de 16 a 18 años. 

 Evaluar si la reducción de la edad penal a los 12 años, contribuiría a 

la lucha contra el delito de sicariato juvenil, en los adolescentes de 

16 a 18 años. 

1.4. Justificación  

El presente trabajo de investigación tiene como finalidad el análisis 

minucioso sobre de cómo se está ejecutando la política criminal en nuestra 

sociedad. En tal sentido, nuestro estudio científico se justifica porque a través 

de ella aportaremos a la comunidad jurídica el análisis y seguimiento si en 

verdad la aplicación de la política criminal adoptada por el poder legislativo 

está funcionando para la disminución de la criminalidad. 

Es de suma importancia que la comunidad científica tenga 

conocimiento sobre la problemática que está pasando nuestro país respecto 

al aumento de la criminalidad por consecuencia de una inadecuada política 

criminal que solo se basa en la intervención del derecho penal. Como es de 

verse, nuestro trabajo de investigación es relevante, por cuanto se ocupa de 

estudiar la criminalidad. 

Adicionalmente, la investigación propuesta servirá como estudio 

referencial para los jueces, fiscales, abogados y estudiantes de derecho. 

Finalmente, las conclusiones a las cuales se van a arribar servirán como 
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parámetros o guías para los posteriores estudios relacionados a la temática 

propuesta. 

1.5. Limitaciones  

En el desarrollo de la mencionada tesis nos enfrentaremos con ciertas 

limitaciones que dificultarán de alguna forma la elaboración del estudio. Sin 

embargo, todas aquellas limitaciones serán superadas. 

 Para la realización de la encuesta a los operadores jurídicos sobre el 

fenómeno estudiado, los investigadores se verán dificultados en 

reunirse con los participantes, debido a la restricción que el Estado 

impone en época de pandemia -no aglomeración-. 

 Como el fenómeno estudiado es novedoso, los investigadores 

tendrán una especial dificultad en la recolección de la información 

para el desarrollo de los antecedentes de estudios y el marco teórico, 

ya que existe poca información al respecto. 

 Para la contrastación de las hipótesis se requiere el análisis de ciertos 

expedientes judiciales, sin embargo, ello será de difícil acceso para 

los investigadores. 

1.6. Formulación de hipótesis:  

1.6.1. Hipótesis general  

 El impacto de la política criminal acerca del delito de sicariato 

juvenil, en los adolescentes de 16 a 18 años, sobreestima el rol del 
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Derecho Penal como medio de control social y no se orienta a resolver 

los factores criminógenos subyacentes. 

1.6.2. Hipótesis específicas  

 Los factores sociales que contribuye en la perpetración del delito de 

sicariato juvenil, en los adolescentes de 16 a 18 años son la pobreza 

y la violencia intrafamiliar.  

 El incremento de la sanción penal para el delito de sicariato juvenil no 

contribuye a la reducción del mismo, en los adolescentes de 16 a 18 

años. 

 La reducción de la edad penal a los 12 años no contribuiría a la 

lucha contra el delito de sicariato juvenil, en los adolescentes de 16 a 

18 años, toda vez que no contempla los factores criminógenos 

subyacentes a tal delito. 

1.7. Variables 

VARIABLE INDEPENDIENTE 
VARIABLE DEPENDIENTE  

Política criminal  
Sicariato juvenil  
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1.8. Definición teórica y operacionalización de variables  

 
Variable  Conceptualización Dimensiones  Indicadores 

Independiente 
 

La política 

criminal 

Conjunto de medidas que 

adopta un estado 

determinado para combatir 

la criminalidad. 

Derecho penal del enemigo La reincidencia  

Beneficios penitenciarios  Criterios de aplicación de los beneficios 

Principios penales La proporcionalidad  

 

 

Dependiente 

 

 

Sicariato juvenil  

Es una modalidad de 

asesinato, donde una 

persona contrata a otra 

para asesinar a 

determinada persona a 

cambio de un incentivo 

económico. 

Consecuencias del 

sicariato. 

Desconfianza de las instituciones del 

Estado. 

Las pandillas juveniles y el 

sicario. 

Los informes y medios de comunicación. 

Descripción legal del delito 

de sicariato. 

Doctrina y jurisprudencia. 
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CAPITULO II: MARCO TEÓRICO 

2.1. Antecedentes  

2.1.1. Antecedentes internacionales  

a) Braulio Espinoza Mondragón (2007) en la tesis titulada: “Política 

criminal y prevención del delito Hoy. Una propuesta de modelo de 

prevención para el Municipio de León, basado en la participación 

ciudadana” sustentada en la Universidad Nacional de Educación a 

Distancia – Costa Rica. 

La autora sostiene que la nueva política criminal no acepta aquellas 

políticas que se fundamental en la simple represión. Sosteniendo todo 

lo contrario, la represión debe ser utilizada solo cuando hayan 

fracasado las otras vías de represión menos lesiva que el derecho 

penal y, en caso de aplicarse, ha de respetarse los derechos 

fundamentales de toda persona. Asimismo, según la política criminal 

contemporánea el Estado debe priorizar una prevención general, es 

decir, tratar de disminuir los riesgos de una futura comisión delictiva 

y, excepcionalmente, a la represión de estas conductas cuando no 

haya sido posible evitar aquellas conductas, pero respetando el 

principio de proporcionalidad de la pena. Finalmente, el Estado debe 

procurar la reinserción de los agentes del delito. 

b) Espín Silva Félix Andrés (2017) investigación titulada: “El delito de 

sicariato y los adolescentes infractores”, Universidad Técnica de 

Ambo- Ecuador. 
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Según el tesista Espín los adolescentes cometen delito de sicariato 

según el criterio del 41% de abogados en libre ejercicio profesional 

por encontrarse en situación de vulnerabilidad como pobreza, 

violencia intrafamiliar o no tener una familia que les brinde protección, 

siendo presas fáciles de grupos delictivos, otro motivo es el abandono 

de los padres que hace que refugien en pandillas que trabajan con la 

delincuencia organizada. Asimismo, es menester tener en cuenta que, 

los adolescentes infractores es más probable que al comienzo 

empiecen con delitos de bagatela, es decir, que sea un adolescente 

infractor no quiere decir que necesariamente cometerá delito de 

sicariato, porque para ello deben influir diversas causales que puede 

ser prevenibles con las medidas socioeducativas y el internamiento. 

c) Mario Amado Dueñas y Gustavo Peña Baracaldo (2014) investigación 

titulada: “¿Los fines de la pena, propios de un estado social y 

democrático de derecho, se materializan en el proceso penal en 

Colombia?”, Corporación Universidad Libre- Bogotá. 

La investigación aduce que, en el país de Colombia, los prisioneros 

viven en un contexto indigna que vulnera los derechos de todo 

recluso. Las prisiones en Colombia tienen dos problemas 

fundamentales: el hacinamiento y la falta de resocialización, este 

último es consecuencias de aquellas políticas criminales populistas 

caracterizadas por el endurecimiento de las penas, el abuso de la 

utilización de medidas coercitivas personales y, finalmente, por la 

creciente construcción de cárceles en todo el país. Asimismo, los 
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autores sostienen que la pena recogida en todos los tipos penales del 

Código Penal Colombiano no persigue los fines que pretende llegar 

un estado de derecho, todo lo contrario, pretende que los reclusos no 

salgan a la sociedad por considerarles peligrosos. El Estado 

colombiano no se preocupa en desarrollar verdaderas políticas 

criminales para determinar cuál es la causa del incremento del índice 

de la criminalidad y, de esta forma, poder combatirlo oportuna y 

eficazmente.  

d) Renata Alejandra Llorens Carrasco (2005) investigación titulada: 

“Proporcionalidad de las penas en el derecho penal chileno”, 

Universidad Austral de Chile. 

La autora de la presente tesis mantiene la postura que, como toda 

disciplina del sistema jurídico, el derecho penal no es una rama 

aislada, este último debe estar acorde al derecho constitucional, 

especialmente, a la constitución. Por tanto, la Constitución es la ley 

fundamental que limita o restringe el poder sancionador del estado, 

por ello, exige el irrestricto respeto de los derechos fundamentales de 

todo ciudadano, incluso de los reclusos. El estado al momento de 

querer castigar aquellas conductas ilícitas deberá observar primero 

un principio fundamental del derecho penal, el principio de la 

proporcionalidad de las penas, la cual implica que la consecuencia 

jurídica (pena) debe estar en plena concordancia con el hecho 

cometido. Es en tal sentido que para evitar los abusos por parte del 
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estado se debe elevar a rango constitucional al principio de la 

proporcionalidad de la pena. 

2.1.2. Antecedentes nacionales  

a) Johana Cecilia Chero Montalvo (2019) investigación titulada: “La 

reducción de la criminalidad en el Perú a través de una eficaz política 

criminal de carácter preventivo”, Universidad Católica Santo Toribio 

de Mogrovejo – Chiclayo. 

La tesista en mención sostiene que una política criminal que 

solamente se base en el derecho penal es una política criminal que 

en el futuro va a fracasar. Por ende, para mantener un mejor 

resultado, es decir, reducir la criminalidad se debe tener en cuenta al 

control social formal e informal, en otras palabras, para lograr el fin de 

la política criminal deben participar los tres poderes del Estado, 

también, la familia, la educación, el trabajo y la religión. En síntesis, el 

autor de la tesis aduce que una política criminal que respete los 

derechos fundamentales de las personas debe priorizar sobre todo a 

la prevención del delito que a la represión de la misma.   

b) Yong Mendoza Eduardo Alonso (2017) investigación titulada: “El 

sicariato y los menores de edad”, Pontificia Universidad Católica del 

Perú-Lima. 

Según el autor Yong la creencia errónea de los legisladores 

consistente en modificar el artículo 20° inciso 2 del CP con con el 

objetivo de que los jóvenes menores de 18 años que incurran en 
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delitos de alta gravedad como sicariato, robo, homicidio, violación 

sexual, etc., puedan ser responsables penalmente en el proceso 

común. Sin embargo, tal postura de los congresistas peruanos no es 

razonable en nuestro sistema penal, ya que los tratados 

internacionales en los cuales el Perú es miembro, sobre todo en la 

Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, según el cual 

todo Estado parte tiene la obligación de fomentar y regular un proceso 

especial para la determinación de una sanción, producto de una 

conducta contraria a las normas penales que sería en nuestro caso el 

proceso de seguridad. En tal sentido, nuestro país como estado parte 

de tal tratado internacional tiene la obligación de impedir que los 

menores de edad que hayan incurrido en un delito sean procesados 

o castigados en el proceso común. 

c) Luis Ángel Espinoza Pajuelo (2018) investigación titulada: 

“Percepción de la política criminal del estado sobre la cadena 

perpetua en los litigantes”, Universidad César Vallejo – Lima. 

La tesis persigue la idea de que una política criminal que defiende e 

incentiva la aplicación de la cadena perpetua no es legítimo porque 

infringe un estado de derecho, en tanto, vulnera el fin supremo que 

persigue la sociedad y el Estado peruano “la dignidad humana”. 

Asimismo, la creación de nuevos tipos penales y el incremento de las 

penas no están consiguiendo los fines de la política criminal, es decir, 

no están logrando disminuir el índice de la criminalidad. Finalmente, 
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los medios de comunicación se encargan de criminalizar más de lo 

debido a los investigados por un delito, ello, produce como 

consecuencia a que el estado reaccione de forma drástica a estos 

actos. 

e) Saby Percy Tarazona León (2019) investigación titulada: “El 

populismo penal como mecanismo de política criminal de seguridad 

en el Perú”, Universidad Nacional “Santiago Antúnez de Mayolo” – 

Ancash.  

La autora de la tesis en mención sostiene que muchas de las políticas 

destinadas a la reducción de la criminalidad están denominándose 

como medidas de “seguridad nacional” o “seguridad ciudadana”, sin 

embargo, el Estado aplica indirectamente el derecho penal del 

enemigo y la expansión del derecho penal, opuesto a un estado 

democrático. Sin embargo, el estado solo aplica el populismo punitivo 

en las políticas criminales para dar un mensaje a sus ciudadanos 

“cero tolerancia al delincuente”, ello, con la finalidad de recibir el 

apoyo para sus próximas campañas electorales. 

2.1.3. Antecedentes locales  

a) Mory Avila, Marín (2020) investigación titulada: “La política criminal de 

la municipalidad provincial de Huánuco para combatir la inseguridad 

ciudadana, 2019”, Universidad de Huánuco. 

La autora Mory sostiene que la aplicación de la política criminal solo 

se basa en la represión de las conductas, pero no logran prevenir y, 
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consecuentemente, reducir la tasa de criminalidad en la provincia de 

Huánuco, generando un ambiente totalmente peligroso para los 

ciudadanos. Asimismo, la tesis defiende la idea de que se tiene que 

planificar previamente las políticas tendientes a combatir la 

delincuencia para una mayor eficacia, es decir, debe basarse en una 

política criminal educacional y, a la vez, hacer un seguimiento de 

dichas políticas para analizar si aquellas medidas están haciendo 

efectos en la vida práctica. Finalmente, la autora sostiene que la falta 

de oportunidad de trabajo y la inexistencia de la comunicación familiar 

son factores que facilitan a que las personas delinquen. 

b) Huamaní Quispe Miguel Ángel (2017) investigación titulada: “El delito 

del sicariato en menores de edad en la Provincia de Coronel Portillo – 

periodo 2016”, Universidad Nacional Hermilio Valdizán. 

Según la investigación la pobreza y la miseria son los que motivan la 

participación de menores de edad en el delito de sicariato en la 

provincia de Coronel Portillo. Asimismo, el maltrato familiar y la falta 

de comunicación de los padres, también influye en la vida que lleva el 

menor de edad, desencadenando un resentimiento social y 

generando violencia en su persona, para así transformarlo en sicario. 

Finalmente, la influencia de delincuentes mayores y el afán de 

protagonismo motivan el incremento y participación de menores de 

edad en el delito de sicariato en la provincia de Coronel Portillo. 
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c) Castro y Céspedes Enrique (2018) investigación titulada: “La política 

criminal del gobierno central y la seguridad ciudadana en el Perú, 

2016 - 2017”, Universidad de Huánuco. 

El estudio respectivo a la política criminal aduce que la falta de 

capacitación por parte de los representantes del Estado peruano 

ocasiona a que las políticas criminales sin un previo estudio sea un 

total desastre en la práctica, debido a que los delitos siguen en 

aumento. Ello, se debe porque el Estado peruano no invierte en 

seguridad ciudadana y, solo se basa a la sobrecriminalización, es 

decir, se preocupa en emitir leyes penales represivas (incremento de 

las penas). 

d) María Angélica Tarazona Castañeda (2017) investigación titulada: “La 

política criminal en el ámbito jurídico y su implicancia en los delitos de 

feminicidio íntimo en los Juzgados Penales de la zona judicial de 

Huánuco, 2015”, Universidad de Huánuco. 

En la tesis se observa claramente que el índice del delito de 

feminicidio en la región de Huánuco fue en crecida. Esto se debe a 

que las políticas criminales, tendientes a defender los derechos de 

una población vulnerable (mujeres), no tuvieron eficacia. Por ello, se 

incentiva que el Estado debe observar con otra mirada a esta 

problemática, la simple represión ya no funciona en estos delitos. En 

consecuencia, se debe aplicar nuevos métodos, tales como la 

sensibilización de la población huanuqueña, el fortalecimiento de la 

familia, etc. Finalmente, la autora aduce que la tipificación del delito 
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de feminicidio en un tipo específico no ayudó en nada, el Estado 

peruano de modo desesperado solo está creando tipos penales para 

aducir que las entidades públicas están trabajando a favor de la 

seguridad ciudadana. 

2.2. Bases teóricas  

2.2.1. POLÍTICA CRIMINAL  

La política –en sentido amplio- puede ser entendida como el arte de 

gobernar a la sociedad, es un medio que las personas necesitan para 

dirigir una nación. En otras palabras, Ferrero Rebagliati (1984) aduce 

que la política es aquella relación causal entre gobernantes y 

gobernados, se presta a la búsqueda de lo que es lo mejor para la 

sociedad (gobernados). En este sentido, se sostiene que por medio 

del poder político se puede ejercer presión sobre la población en su 

totalidad (p. 41). 

Asimismo, el profesor Barreto Ardila (1998) el concepto de política –

en sentido público- es la promoción que brinda un determinado Estado el 

cual está en el deber, en virtud de la Constitución, de promover el bienestar 

general, garantizar el irrestricto respeto de los deberes sociales y, lo que nos 

interesa, asegurar la protección y garantías de la población civil  (p. 8). Es 

así que, el Estado para emitir políticas públicas eficaces debe existir un 

previo estudio (diagnosis) de los problemas sociales para lograr los fines 

establecidos (prognosis). 
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Reàtegui Sánchez (2014) dice que es bien sabido que, la política es 

un factor influenciador en la toma de decisiones de la economía, en la 

planificación familiar, en la política exterior, pero también influye de igual 

forma en el ámbito jurídico, es decir, en el Derecho tanto en su ámbito 

normativa-legal como en su estructura-institucional (p. 62). En pocas 

palabras, las políticas dadas por el Estado deciden cómo es que debe 

aplicarse el Derecho a los problemas suscitados en la sociedad, es decir, la 

política es la vía o derrotero por donde va a transitar el Derecho. 

De igual forma, como señala el célebre maestro Mir Puig (2002), la 

política es la que define qué modelo de Estado va a adoptar 

determinado país, una mala adopción de la política puede acarrear 

ciertos problemas para la población y, ello, incluye también para las 

propias autoridades que emiten dichas políticas. Ejemplo de ello, es 

que la adopción de un estado totalitario de varios países significó el 

brote para la iniciación de las dos guerras mundiales (p. 100). 

La adopción de un determinado modelo de Estado puede traer como 

consecuencias: el modelo regirá para toda la población y -lo que nos 

respecta- un modelo de política (criminal) que se pretende llevar a cabo 

influirá en la reducción o, en su defecto, la permanencia de la criminalidad. 

Así, el modelo de Estado adoptado por el país debe regir a todo el 

ordenamiento jurídico-penal, es decir, el Derecho Penal debe estar afín a la 

función punitiva del modelo de Estado que adoptó determinado país, allí su 
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importancia. Por ello, se dice que solo un Estado de Derecho será el medio 

limitador de la función punitiva (Ius Puniendi) del Estado.  

La trilogía de la política, Estado y Derecho deben ir de la mano y no 

pueden ejecutarse independientemente, por ello sostenemos que el Estado 

al ejecutar políticas (criminales) influye en el Derecho. Sin embargo, las 

políticas criminales deben ser eficaces en la solución de los litigios ya que a 

través de ella brindarán seguridad a la población ante determinadas 

conductas hostiles que hacen peligrar la tranquilidad de la sociedad.  

Reàtegui Sánchez (2014) afirma que la realidad demostró que las 

políticas que ejecuta el Estado son incapaces de brindar las 

soluciones a los problemas suscitados, es decir, no cumplen su fin 

perseguido, esto es, al bien público. Como la política criminal es el 

único camino que el Estado puede utilizar para resolver las desdichas 

de la población, ellas deben ser eficaces y no solo se deben ejecutar 

por el mero capricho (p. 65).  

2.2.1.1. La política y las consideraciones político – criminales  

Cabe precisar que la política no es solo un medio influenciador para 

gobernar una sociedad, además de ello, es un medio que influye en quienes 

se encargan de legislar, en otras palabras, quienes emiten normas jurídicas-

penales y, sobre todo, deben saber hacer política. Como sostiene Hurtado 

Pozo (1987) el Estado frente a aquellas conductas intolerables socialmente 

hace uso de su Ius Puniendi, es decir, utiliza su potestad punitiva para 
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castigar a los que infringen o van en contra del Derecho (p. 58). Sin embargo, 

el Estado también tiene la obligación de que dichas conductas no se repitan, 

es decir, debe tratar de reducir aquellas acciones hostiles para la sociedad 

civil y, ello, lo logrará a través de las políticas criminales. 

Peña Cabrera Freyre (2009) dice que la política criminal es entendida 

como el conjunto de decisiones o estrategias que el Estado ejecuta para 

brindar respuestas frente a la delincuencia o criminalidad y, 

consecuentemente, preservar por medio de ella los bines jurídicos tutelados 

por el derecho penal, para ello aplicará los medios de control social formal e 

informal (p. 37). Lo que este concepto quiere dar a entender es que la política 

criminal que realiza el Estado no solo hace referencia a la intervención del 

Derecho Penal –control formal- sino también a otros controles informales 

extrapenales. De ahí que se diga que la mejor política-criminal que puede 

brindar el Estado es una buena política social (empleo, entorno familiar, 

educación, sanidad, etc.).  

El motivo del endurecimiento del Derecho Penal se debe, 

fundamentalmente, por el modelo de Estado que acoge determinado país. 

Por ejemplo, cuando existe una democracia débil e incipiente ocasiona 

violaciones en toda su naturaleza a los derechos fundamentales de las 

personas y, para ello, hacen uso del Derecho Penal.  

Para el profesor Von Liszt, la política criminal era entendida como: “la 

idea fundamental de los principios sobre la lucha contra el delito llevado a 

cabo mediante la pena y medidas análogas”. Según el autor, el Derecho 
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Penal es un factor fundamental de la política criminal para combatir la 

criminalidad.  

Para Ciafardini (1999) la política criminal es una ciencia aplicada y 

que tiene como finalidad controlar o prevenir el delito, es decir, tiene 

como finalidad realizar determinadas acciones para obtener una 

reducción de la criminalidad que se produce en una nación. Dicho de 

otra forma, la política criminal es el conjunto de estrategias y 

decisiones que ejecuta el Estado con la finalidad de combatir el delito 

de una sociedad (p. 257). 

Sin embargo, para Callegari (2009) algunos Estados como es el 

nuestro están incentivando un cambio de tendencia de la política criminal, 

esto es, superar la política criminal de modelo garantista en el derecho penal 

y derecho procesal penal para cambiar por un modelo de una aparente 

“seguridad ciudadana” (p. 14). Ello, se corrobora en los discursos políticos y 

en los debates sobre seguridad ciudadana, en la creación de nuevas leyes 

penales caracterizada por la eliminación de garantías o beneficios 

penitenciarios o en la agravación de las penas.  

El Perú tiene una política criminal simbólica, que buscan sobre toda 

una aceptación social que propiamente la solución de la delincuencia. 

Prácticamente, la política criminal se reafirma a lo siguiente: el Derecho 

Penal y sus consecuencias jurídicas se expanden a la aceptación de la 

sociedad.  
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Por tanto, el cambio de paradigma de la política criminal tuvo una 

plena y rápida influencia en la legislación penal, ello significa, que se realizó 

un cambio del modelo de Estado; es decir, del “Estado de Derecho 

caracterizado en el respeto de las garantías y del Derecho penal de la 

culpabilidad” se pasó al “Estado de la seguridad y al Derecho penal de 

orientación preventiva y policial”. Es decir, se trata de una política criminal 

orientada, básicamente, a la efectiva y eficaz protección a las víctimas. La 

sanción del Derecho penal ya no está dirigida hacia el delincuente en tanto 

persona resocializable, sino que está centrada a satisfacer la seguridad de 

las víctimas a toda costa. 

Concordamos con Alcocer Povis (2008) cuando dice que una 

sociedad moderna como pretende ser la nuestra debe optar por flexibilizar y 

respetar los principios del Derecho penal que son propios de una política 

criminal de corte garantista, solo de esa forma se podrá realizar los fines del 

Derecho punitivo (p. 11). En otras palabras, el Estado al combatir la 

delincuencia debe superar aquella idea de que el Derecho penal es una 

herramienta que sirve para inocuizar a las personas a través de penas muy 

severas, sino que el Derecho penal debe ser utilizada de manera controlada 

y que vaya de la mano con los modelos del Estado de los países que la 

practican. 

Nuestro Estado peruano se hace llamar que es un Estado de derecho, 

pero -como se señaló líneas arribas- ello significa que la política criminal 

practicada en nuestro país debe ir acorde a un Estado de derecho lo que ello 
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significa que se debe respetar las garantías constitucionales de los 

procesados o condenados por algún delito. Sin embargo, Welzel (1970) cree 

que pareciera que el modelo de “Estado de derecho” solo es tinta en papel 

porque la realidad nos demuestra que se viene cometiendo atrocidades a los 

derechos de las personas incriminadas (p. 17). 

Por tanto, el exceso de poder punitivo que aplica el Estado para 

combatir la delincuencia es la confesión o la imagen de la incapacidad estatal 

y legal para resolver los conflictos que se viene dando en nuestro país. Ante 

un incremento de demanda social respecto a la inseguridad ciudadana, de 

la cual hacen eco los medios de comunicación social e incluso las propias 

autoridades de los tres poderes del Estado (Poder legislativo, Poder 

Ejecutivo y Poder Judicial) no se le ha ocurrido mejor idea que recurrir 

nuevamente al tanto ansioso Derecho penal como medio de solución. 

En los últimos años, la política criminal ejecutada en el Perú ha 

mostrado una práctica “agresiva” respecto a la prevención de los bienes 

jurídicos bajo el nombre de “Seguridad Ciudadana”. Como es bien sabido 

dice Guardia (2011), los ciudadanos quieren ver resultados rápidos de sus 

autoridades respecto a la problemática que se suscitan en su entorno y, 

frente a ello, los autores de la política criminal actúan de la manera más 

precipitada utilizando al Derecho penal como mecanismo de persuasión y, 

esa práctica es la fuente que debilita las garantías constitucionales (p. 19-

20). 
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El paradigma de la población civil es el siguiente: “una política criminal 

eficaz es cuando el juez penal emite una sentencia condenatoria con pena 

efectiva, es decir, cuando haya sido internado en un centro penitenciario”, 

pero ¿será correcto dicha apreciación? Compartiendo la idea del profesor 

Reátegui Sanchez (2014) aquella creencia es errónea y debe cambiarse de 

paradigma cuanto antes porque se debe incentivar una línea racional del 

sistema penal en nuestra sociedad, ya que la efectividad del ordenamiento 

jurídico-penal debe estar orientada ex ante y no ex post (p. 17). 

A un político no educado en relación al Derecho penal y procesal 

penal solo le interesará quedar bien ante la sociedad, en su mente solo está 

la idea de “cuanto más es drástica la pena a los delincuentes, mayor es la 

aceptación social”. En este sentido, al político sin el arte de saber gobernar 

solo se centra en el castigo, haciendo caso omiso a nuestra ley fundamental 

(Constitución Política del Perú) que establece en su artículo 139 inciso 22 lo 

siguiente: “El principio de que el régimen penitenciario tiene por objeto la 

reeducación, rehabilitación y reincorporación del penado a la sociedad”, 

según el artículo citado, cualquier persona que haya sido condenado y, 

consecuentemente, traslado a un centro penitenciario este debe ser 

rehabilitado y, posteriormente, reincorporado a la sociedad. 

Por tanto, el trabajo del Estado no termina cuando castiga con pena 

al delincuente, sino que su trabajo continúa para la reeducación de este 

interno y, así evitando que este posteriormente vuelva a delinquir. Es por 

ello, que se dice que una buena política criminal involucra a todo órgano 
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estatal, no solo a los legisladores, sino también a los ejecutivos, 

administradores de justicia, INPE, etc. 

2.2.1.2. Derecho penal de emergencia  

Terrenos (s.f) dice que el denominada Derecho penal de emergencia 

es la expresión clara de una política criminal de tipo coyuntural con la 

finalidad de poner límite a la delincuencia, en otros términos, se trata del uso 

del Derecho penal para solucionar de manera inmediata el problema 

suscitado (pág. 186). Es decir, la “emergencia” se origina por el contexto de 

urgencia de los ciudadanos en querer solucionar la problemática de la 

criminalidad; el contexto de emergencia en la delincuencia hace que no se 

plantee desde el marco político-criminal estudios y análisis objetivos y serios 

que circunscriben aspectos económicos, criminológicos, sociológicos, 

psicológicos, etc., y, ello, en gran oportunidad trasgrede derechos 

fundamentales y garantías constitucionales de las personas. 

2.2.1.3. ¿La intervención del Derecho penal en la sociedad resulta ser 

irracional? 

El Derecho penal como medio de control social es necesario, sin 

embargo, el mal uso de la política criminal respecto al Derecho penal hace 

que esta sea ineficaz e irracional. Según la doctrina mayoritaria sostienen 

que el Derecho penal es la rama del ordenamiento jurídico que más está 

ligado con la irracionalidad. Por tanto, el uso político del Derecho penal, 
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desligado de la racionalidad hizo imposible que se llegue a concretizar los 

objetivos políticos-criminales. 

Por ello, estamos de acuerdo con el profesor Hurtado Pozo (1987) se 

sostiene que en nuestro país “no existe una política criminal definida, sino 

que solo está vinculada a una política penal improvisada, esto es, desea 

prevenir los delitos a través de la pena exagera y desproporcional sin un 

estudio previo de ello, ocasionando el fracaso total de dicha política penal” 

(p. 10).  

Además de ello, no se ha corroborado que las leyes 

supraintimidadoras logró reducir el índice de la criminalidad, es decir, no ha 

logrado conseguir la eficacia protección de los bienes jurídicos. Para 

Saldarriaga (1991) aquella es una manifestación que el Estado, 

instintivamente, ejecuta políticas criminales sin haber realizado si dicha 

política logrará obtener el fin deseado, esto es, reducir la criminalidad en la 

sociedad (p. 15). 

Pareciera que el Estado peruano a través del Derecho penal hiciera 

renombre de aquella frase “ojo por ojo, diente por diente”, es decir, frente a 

la violencia de la delincuencia responde con más violencia penal.  

Cuánta razón tuvo Caro John (2010) cuando dijo que el “Derecho 

penal no moraliza un pueblo, no hace menos corrupta a una sociedad, no 

acaba con el hambre y la pobreza, todo lo contrario, el Derecho penal cumple 

a lo sumo la función de evitar la impunidad de los delitos. Pero esta función 
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del Derecho penal tiene sentido solo en un Estado de Derecho” (p. 351). Si 

tan solo los políticos pensarían en esta frase al momento de crear nuevos 

tipos penales, exclusión de beneficios, etc., daría lugar a políticas y 

programas dirigidas a asistencia social y de prevención delictiva, por 

ejemplo, inversión en la educación, incentivar los valores en la familia, etc.  

2.2.1.4. Debilitamiento de los principios del Derecho penal mínimo 

En los discursos políticos sobre la prevención del delito es palpable la 

ignorancia culpable o dolosa de los políticos respecto a que el Derecho penal 

está orientado por determinados principios fundamentales de intervención 

penal de carácter mínimo, por ejemplo, la subsidiaridad, última ratio, 

fragmentariedad, etc., esto quiere decir que el Derecho penal no es el único 

medio de control social destinado a proteger los bienes jurídicos tutelados. 

Así, lo sostiene también la Corte Suprema al sostener que “el Derecho penal 

no es el único medio de coacción estatal destinado a proteger bienes 

jurídicos y su actuación solo se justifica como un medio complementario o 

subsidiario (…) constituye la última ratio en relación con los demás medios 

de control social” (Recurso de Nulidad N.º 2090-2005-Lambayeque). 

En este sentido, Castillo Alva (2001) aduce que el Derecho penal solo 

tutela de forma fragmentaria los bienes jurídicos, esto significa que solo 

interviene en las más graves e intolerables conductas que pongan en riesgo 

dichos bienes jurídicos, es decir, primero se analizará si francamente las 

demás vías de protección extrapenal han fracasado (p. 22). 
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Erróneamente, la política se dirige hacia una respuesta rápida a los 

problemas que se quiere prevenir o combatir, y una forma de mantener 

tranquilos a la población es creando nuevos delitos, agravando las penas o 

excluyendo beneficios penitenciarios. En este sentido, el profesor Silva 

Sánchez (1999) sostiene que existe cierta tensión entre el legislador 

“maximalista” y el penalista “minimalista”, porque los actores de la política 

criminal utilizan al Derecho penal de forma preferencial que a los otros 

mecanismos de control social (p. 276). 

Por ello, sostenemos que el Derecho penal es utilizado como “prima 

ratio” y no como “última ratio”, evidenciándose la falta de compromiso del 

Estado en diseñar o crear planes estratégicos para prevenir la criminalidad, 

a las autoridades de turno no les quedan otra opción que recurrir 

ordenamiento penal para reaccionar a la criminalidad de forma severa y, así, 

mantener contento a la sociedad. 

Un ejemplo de que el Derecho penal es “prima ratio” se encuentra en 

la incorporación al Código penal el delito de acoso sexual, dicho ello, los 

fundamentos son los siguientes: a. la supuesta tutela jurídica del delito de 

acoso ya se encuentra de alguna forma suficientemente protegido o tutelado 

en otros campos extrapenales como la esfera laboral y público, como en la 

esfera de la educación; b. no es creíble la afirmación que sostiene que la 

tutela de tal delito por otras vías que no sea la penal es insuficiente; c. la 

sustentación de dicha afirmación es desconocer totalmente los principios del 

Derecho penal y, ello, es que este debe ser utilizado como última instancia. 
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En sentido, que el sistema penal solo debe intervenir cuando los otros 

mecanismos de protección jurídica hayan fracasado en la prevención de 

tales conductas, como en el caso del delito de acoso sexual. 

En este mismo sentido, la Corte Suprema sostiene que no resulta 

necesario el Derecho penal para proteger penalmente los bienes jurídicos 

cuando dicha tutela se puede encontrar en otros medios o vías, estas últimas 

serán preferencial en cuanto sean menos lesivos a los derechos de la 

persona, entrando a tallar el principio de subsidiaridad, según este principio 

el derecho penal debe ser usada como última ratio, es decir, el último recurso 

a utilizar cuando falta otro mecanismo menos lesivo. Ello porque el sistema 

penal no sanciona todas las acciones u omisiones lesivas para los bienes 

jurídicos, sino solo a aquellas conductas que revisten mayor lesividad, por 

tanto, el Ius Puniendi del Estado, es decir, la facultad sancionadora de este 

no es ilimitada, esta debe estar guiada o limitada por aquellos principios 

previstos en el Título Preliminar del Código Penal, caso contrario, estaríamos 

ante un Estado abusivo y arbitrario (R. N.º 5080-2007). En tal sentido, el 

Derecho penal no puede proteger todos aquellos bienes jurídicos que la 

sociedad considera importante, el Estado al momento de castigar 

determinada conducta debe justificar si aquella requiere, necesariamente, 

una sanción de carácter penal. 

2.2.1.5. Sobre la tendencia “neocriminalizadora” del derecho penal 

como expresión política del siglo XXI 
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Las decisiones adoptadas por las autoridades respecto a la 

criminalidad hacen denotar que en el Perú existe una política criminal 

autoritaria, en este sentido, el neopunitivismo o neocriminalizadora como 

escuela político-criminal se resalta por el endurecimiento y exacerbación del 

poder punitivo en forma desmesurada “tolerancia cero para los 

delincuentes”. 

Las características más resaltantes de esta forma de política criminal 

es la supresión o exclusión de las garantías, a través de un Derecho penal 

simbólico y deshumanizado.  

Gracia Martín (1993) dice que nunca antes, como se presencia hoy 

en día, y con mayor magnitud el Derecho penal viene inculcando un discurso 

de confrontación existente entre el juicio racionalizador del principio de 

mínima intervención o disminución de la esfera de acción del ordenamiento 

jurídico-penal y la urgencia de proteger indiscriminadamente los bienes 

jurídicos (p. 384). 

Como sostiene el profesor Reátegui Sánchez (2014) si bien es cierto, 

se ha descriminalizado o destipificado del ámbito penal ciertas conductas de 

mínima afectación a determinados bienes jurídicos, por ejemplo, el delito de 

adulterio, piratería, riña y otros delitos de bagatela del derogado Código de 

Maúrtua, pero también es cierto el hecho de que en estas épocas se está 

observando una “inflación penal” o “hemorragia legislativa-penal” 

ocasionadas por las corrientes criminalizadoras (pp. 94 - 95). 
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Desde esta perspectiva, le damos la razón al maestro Luigi Ferrajoli, 

para quien el Derecho penal debe caracterizarse por el ejercicio mínimo de 

la violencia y maximizar las garantías.  

Las corrientes que defienden la intervención mínima del Derecho 

penal orientadas hacia la reducción del sistema punitivo, se optan medidas 

o mecanismos como la descriminalización, la desjudicialización o 

despenalización. En este sentido, para obtener el resultado del tan ansiado 

descongestionamiento penal y procesal resultaría legítimo y necesario “huir 

al Derecho penal” cuando las demás vías jurídicos extrapenales de solución 

de conflictos, han fracasado, resaltando su naturaleza subsidiaria. 

Sin embargo, si es suficiente la intervención de aquellos mecanismos 

extrapenales para combatir aquellas conductas de poca lesividad, el 

Derecho penal sería innecesario e irracional. Es por ello, que antes de la 

creación de algún tipo penal se debe analizar si aquella futura tipificación de 

dicha conducta requiere una sanción penal o es suficiente con una sanción 

administrativa, por ejemplo. 

Aquellos principios que incentivan la mínima intervención del Derecho 

penal han sido ignorados por aquellos que hacen política criminal, no poseen 

proyección en la realidad de nuestra sociedad, ejemplo de ello, nuestro 

Código Penal en su propia Exposición de motivos predica la ideología de la 

moderna corriente política criminal, esto significa, que la intervención del 

Derecho penal es de “última ratio”, sin embargo, al visualizar la parte especial 
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del Código penal peruano se evidencia una total contradicción con su 

exposición de motivos. 

2.2.1.6. El Derecho penal del enemigo y las tendencias 

sobrecriminalizadoras  

Muñoz Conde (2005) mantiene que el denominado Derecho penal del 

enemigo no es producto de la doctrina, todo lo contrario, ella nació de la 

propia realidad que se suscita en nuestra sociedad en aras de combatir la 

delincuencia. En este sentido, el derecho penal del enemigo es creación del 

propio legislador (p. 69).  

Se suponía que el Derecho penal tenía que ejercer un enfoque de 

garantías mínimas para la persona que es objeto de investigación, es decir, 

lo que en su momento el profesor Von Liszt llamaba al Derecho penal como 

la “Carta Magna de la víctima”, ahora, sin embargo, se aduce que es la “Carta 

Magna de la víctima”, ello por aplicarse una política criminal de corte 

maximalista e improvisada.  

De lo afirmado se deduce que el Derecho penal del enemigo se 

caracteriza por combatir a la criminalidad con penas exageradas, supresión 

de garantías penales y constitucionales. Como sostiene Jakobs, este tipo de 

Derecho penal pretende que si un individuo desea ser tratado como persona 

debe brindar una mínima garantía cognitiva, es decir, de que se va a 

comportar como persona lo cual involucra que sus conductas no deben 

contradecir el ordenamiento jurídico. Si no existe aquella garantía de que no 



26 

 

 

 

defraudará las normas, el Derecho penal pasa a tratar a este individuo como 

un enemigo de la sociedad. 

Cancio Meliá (2006) sostiene que la esencia del Derecho penal del 

enemigo radica en la manifestación de la lucha del ordenamiento jurídico 

contra individuos especialmente peligrosos para la sociedad a los cuales se 

deben inocuizar en la mayor prontitud a favor de los ciudadanos, el Estado 

no se comunica con sus ciudadanos, sino que amenaza a sus enemigos (p. 

62). 

En este sentido, la pena no tiene como finalidad la reinstauración de 

la norma defraudada, la pena no significa nada, solo tiene como objetivo el 

aseguramiento cognitivo, es decir, la pena tiene como fin el comportamiento 

de la persona de forma adecuada y acorde al ordenamiento jurídico. Por ello, 

para Reàtegui Sánchez (2014) la necesidad y preocupación de que los 

actores de la política criminal sean conscientes de su equivocación al creer 

que con una mayor drasticidad punitiva del Estado por medio del Derecho 

penal va a reducir el índice de la criminalidad (p. 106). 

Al mencionar el término de sobrecriminalización por parte del Estado 

nos referimos al proceso político, a iniciativa de todas las autoridades, de 

solucionar determinadas conductas hostiles-intolerables que ponen en 

peligro los bienes jurídicos tutelados por el ordenamiento jurídico por medio 

de estrategias o respuestas punitivas, acogiendo dos modalidades en 

específico: 
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a) La creación de nuevos tipos penales en la parte especial del código 

penal, por ejemplo, abigeato, el delito contable, información 

privilegiada, etc.  

b) Agravación o incremento de las penas y exclusión de beneficios 

penitenciarios. 

2.2.1.7. El Poder Legislativo, la Política y la función del Derecho penal 

La ciencia del Derecho penal existe en la medida en que existe un 

Estado o, específicamente, un Poder del Estado que los crea (Poder 

Legislativo) y otro poder del Estado (Poder Judicial) que las aplica. El 

derecho penal como ciencia cambiante y dinámica debe adaptarse a su 

entorno social. En consecuencia, debemos de formularnos la siguientes 

interrogante ¿Un legislador tendrá que saber todas las tendencias 

dogmáticas que están presentes en la dogmática penal al momente de la 

creacion de las normas penales?. Lo racional es que debería de conocerlo, 

al menos deberá tener un mínimo conocimiento de ello. En este sentido, el 

maestro Von Kirsmann sostenía que unas cuantas palabras del legislador 

puede llevar miles de libros de una biblioteca a la basura; frase sencilla y 

corta, pero con un significado enorme para el ordenamiento jurídico, 

especificamente, en el Derecho penal. Nos explicamos, las decisiones que 

puedan tomar los legisladores están motivadas o influenciadas en su 

mayoría por intereses de ámbito político-coyuntural  y no tanto de carácter 

técnico-jurídicos, por este motivo, al final quien tiene el poder de cambiar las 

decisiones de los jueces o fiscales, es sin duda el legislador.  
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De ahí la afirmación del Reátegui Sánchez (2014), de quien tiene la 

facultad de crear tipos penales es quien tiene la fundamental responsabilidad 

de asumir su roal de crear una alternativa político-criminal, bien es cierto que 

la creación o modificación de un tipo penal del código penal tiene en sus 

raices el modelo de cómo el Estado ideará la persecución y represión de 

aquellos delitos (p. 108). 

Sin embargo, la respuesta que brinda el Estado ante las conductas 

hostiles de algunos individuos es por medio de un proceso de reforma penal, 

es decir y, como es lógico, agravando las penas de los delitos y, haciendo 

énfasis en determinados delitos, donde la población civil es más sensible: 

criminalidad organizada, feminicidio, violación sexual de menores de edad, 

reincidencia y habitualidad, prohibición de beneficios penitenciarios para los 

delitos intolerables para la sociedad. 

La política como se mencionó, anteriormente, es el arte de hacer 

realidad en todo o en parte los sueños añorados de la sociedad cuando esta 

clama justicia. Y a los políticos, sobre todo, a los legisladores no se les 

ocurrió mejor idea de usar toda su maquinaria penal como instrumento o 

medio intimidante y coactivo, al final el Derecho penal para los políticos es 

una suerte de vehículo para la satisfacción de la población. 

En tal sentido, afirmamos rotundamente que el Poder Legislativo en 

su desempeño o rol ha cometido ciertos excesos en su afán criminalizador 

dando origen a la creación de nuevos delitos o, en su defecto, a su 
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modificación, consecuentemente, el Estado pone de manifiesto su crudo y 

frío Ius Puniendi. 

En la legislación peruana es notorio que primero se crean los tipos 

penales y luego se crean los bienes jurídicos, este último con la finalidad de 

legitimar dicho tipo penal. Por tanto, el mensaje es el siguiente: procurar 

crear de manera genérica la descripción del tipo penal y la consecuencia 

jurídica (pena), y después los conocedores del Derecho penal (doctrinarios) 

que se dediquen de proveer de cimientos legitimantes a ese tipo penal, pues 

la sociedad lo que busca de manera rápida es que el delincuente sea 

encarcelado en un centro penitenciario, y no que las bibliotecas se llenen de 

tratados, artículos y manuales de doctrinarios expresando algun concepto de 

bien jurídico sobre el delito. En este sentido, concordamos con el profesor 

Reàtegui Sánchez (2014) cuando dice que ambos objetivos son necesarios 

y totalmente legítimos dentro de un Estado de derecho, lo que sucede es 

que la funcion de los doctrinarios del Derecho penal es precisamente proveer 

a quienes tienen la responsabilidad de emplear el tipo penal, quien es el juez, 

ya que sus resoluciones que en muchas oportunidades son de privación de 

libertad, necesitan y requieren con mayor entendimiento que sus decisiones 

judiciales estén motivadas responsablemente (p. 112). 

En otras palabras, el legislador en el ámbito penal pretende mostrarse 

ante la población civil como un caudillo que resuelve aquellas pesadillas que 

tanto adolece la sociedad. Según Fiandaca (2010) ello, generá que el 
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legislador penal recurra directa y ciegamente al Derecho penal, es decir, 

escapa al facilismo de aumentar las penas en los delitos (p. 123). 

De esta forma, dice Reàtegui Sánchez (2014) que por medio de la 

Exposición de movitos del Código penal podemos saber cuáles fueron los 

verdaderos motivos por los cuales se creó un tipo penal; es decir, a través 

de ella es posible averiguar los motivos sociopolíticos que obligaron al 

Estado a la creación de un tipo penal: tal vez porque en alguna circunstancia 

algunos terroristas estaban siendo excarcelados por algún beneficio 

penitenciario y hacía falta un tipo penal (penitenciaria) que limite de forma 

inmediata dicha excarcelación (norma jurídica que prohiba aquellos 

beneficios), o capaz porque los narcotraficantes que estaban siendo 

excarcelados por vencimiento del plazo razonable de la prisión preventiva y, 

consecuentemente, hacía falta una norma procesal que detenga de forma 

rápida dicha excarcelación, entre otras causas o motivos.  

Naturalmente, las decisiones para la creación de algún delito son en 

realidad decisiones políticas de un determinado Estado que define hacia 

donde pretenge llegar la política de aquel gobierno. Dicho de otra forma, por 

medio de los políticos, o mejor dicho, por medio de la política podemos saber 

con cierta exactitud hacia donde se dirige el Derecho en una determinada 

sociedad: si un gobierno -desde sus racies o durante su permanencia- es 

autoritario, predeciblemente sus normas jurídico-penales son también 

autoritarios; y si un gobierno es democrático -desde sus raices o durante su 

permanencia- comúnmente sus normas jurídico-penales son de carácter 
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garantista de los derechos de los imputados por algún delito, o tal vez tengan 

una posición neutral o equilibrada en relación a la creación de las normas 

penales y su sanción. 

Básicamente, si de la política es lo que depende la calidad de las 

normas jurídico-penales de una sociedad, por tanto, mucho tiene que 

importar la formación y preparación que ha tenido un político. Toda vez que 

de aquella formación va a depender si el país va a reaccionar eficaz o no 

frente a la criminalidad que se presenta, consecuentemente, el político 

deberían de conocer mínimamente todas las materias del Derecho, 

especialmente el Derecho penal, si lo que pretende es combatir la 

delincuencia. 

Como sostiene el maestro Reátegui Sánchez (2014), quizá toda esta 

problemática se suscitan por un tema muy controversial: que nuestra 

Constitución no exige que los postulantes a congresistan tengan un título 

profesional o sean personas con gran trayectoria en su profesión al momento 

de postular: suficiente con que cumplan que sean personas que cumplan con 

la edad, que sean peruanos y que tengan sus derechos políticos vigentes. 

Si obedecen estos tres requisitos estarían en condiciones de realizar política 

en el país, en otras palabras, serían personas electas y hábiles para plantear 

una política criminal eficaz en pos de la ciudadanía. Con esta afirmación, no 

estamos proponiendo una reforma de los requisitos para ser congresistas, 

sino que solo exponemos que el problema y la solución lo tienen los políticos 

(p. 113). 
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Por tanto, el legislador peruano, en origen, es un político, antes que 

un académico; ello implica que un legislador está más influenciado por la 

opinión de la sociedad, que por cuestiones metodológicas. El político, sobre 

todo el legislador, se “debe” a su gente que lo eligió para ser la autoridad que 

hoy es, en otras palabras, el político estará al servicio del clamor popular. 

Caso contrario, un dogmático, especialmente en el ámbito penal, se debe a 

sus convicciones teóricas y académicas, que en muchas ocasiones no 

compatibiliza con las convicciones del legislador-político, sin embargo, quien 

decide la creación, modificación y derogación de una norma penal de una 

sociedad es el legislador. 

2.2.1.8. La labor de la política criminal en el Poder Judicial 

En primer lugar debemos plantearnos la siguiente interrogante ¿El 

Poder Judicial también elabora y ejecuta algún tipo de política cuando emite 

sus resoluciones judiciales? A nuestro punto de vista, los jueces no deben 

estar vedada o ajena a la política, ya que a través de sus resoluciones 

judiciales manifiestan una forma de “aplicación” de la ley penal a un caso 

concreto. En este ccaso, dice Reàtegui Sánchez (2014) que si el legislador 

exige que un determinado delito  tiene una sanción de seis a 20 años años 

de pena privativa de libertad; el juez, especificamente, el juez penal dentro 

del proceso penal deberá individualizar la sanción en una sentencia 

condenatoria y, ello transforma al juez penal en un ente político-criminal 

primordial, esto es, hace realidad lo que se ha decidido y ejecutado en el 

legislativo. Política criminal que debe estar circunscrita en el marco de la 
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legalidad, es decir, sometida a las normas de tutela judicial y al debido 

proceso (p. 115). 

Sin embargo, consideramos que en la labor de los jueces penales 

tendrían una labor adicional respecto a los demás poderes del Estado (Poder 

Legislativo y Poder Ejecutivo); esto es, ser protector y garantizador de los 

derechos fundamentales que deben primar y relucir en sus resoluciones 

judiciales. Sin embargo, esta labor adicional debe entenderse también a 

favor de los derechos de la sociedad; aunque muchas veces esta labor del 

juez penal se manifiesta y coincide con la labor del Ministerio Público, es 

decir, unión en contra de los intereses del delincuente, lo cual significa una 

violación e irrespeto al principio de igualdad de armas e imparcialidad que 

deben primar en todo proceso penal que pretende ser de modelo 

democrático. En resumen, el juez penal no debe solucionar los problemas 

sociales observando los diarios y las noticias de cada mañana, sino basarse 

a la Constitución y a la ley. 

2.2.1.9. La función ético-jurídica y la función de subordinación-

coyuntural como relaciones de la política y el Poder Judicial 

Cuando sostenemos que existe una relación entre la política y el 

Poder Judicial no debe ser entendida a que los jueces salgan a las calles 

para ser elegidos como tales de sus respectivos distritos judiciales, ya que 

ello es parte de la política partidaria, y además que ello está prohibido por la 

propia Ley y los reglamentos, la relación entre política y el Poder Judicial es 

otra forma, distina a la política partidaria.  
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En este sentido, la relación entre estas dos se manifiesta de dos 

formas: una de manera positiva que podría llamarse de “tipo ético-jurídico” 

y, por el otro lado, de manera negativa llamada de “tipo de subordinación-

coyuntural”. 

En cuanto a la relación de tipo ético-jurídico significa que los miembros 

del Poder Judicial, por ser parte del poder del Estado, ejercen una fracción 

de política. Ello se evidencia, por ejemplo, cuando un miembro del Poder 

Judicial asume algún cargo relacionado a la presidencia ya sea de una Corte 

Superior o de la Corte Suprema, su función jurisdiccional se minimiza, y por 

el contrario, se maximiza su función de dirección y gestión del Poder Judicial, 

lo que significa que realiza política dentro del Poder Judicial en el buen 

sentido de la palabra. 

Sin embargo, la política no solo aparece en la función de dirección y 

gestión del juez, sino también aparece en su función jurisdiccional, por 

ejemplo, cuando un juez penal considera que en un determinado proceso 

penal, la norma penal es insconstitucional y por ello no debe ser aplicada, en 

esta situación el juez penal puede desarraigarse de aquella norma 

insconstitucional por medio del control difuso. Cuando el juez penal motiva 

su resolución judicial del porqué no se debe aplicar aquella norma está 

haciendo en cierta medida política, política de lo bueno. 

Así también, existe una relación entre la política y el Poder Judicial de 

tipo de subordinación -coyuntural, esto significa y como es sabido que los 

miembros del Poder Legislativo y Poder Ejecutivo siempre tienen la voluntad 
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o las ganas de ejercer algún tipo de relación, o en pocas palabras, de 

influencia, con quienes tienen el deber y obligación de administrar justicia en 

un determinado distrito judicial, esto es, los jueces. Desgraciadamente, en 

nuestro país existe tal relación entre los tres poderes del Estado de manera 

negativa y para ello ha influenciado los medios de comunicación. Es aquella 

relación que trata de evitar un Estado de Derecho porque se entiende que 

los órganos estatales se caracterizan por su autonomía. 

2.2.1.10. La pena: ¿Vale la pena, la pena? ¿Tiene fines y funciones o 

simplemente se trata de un sistema autopoético? 

La palabra pena surge del latín poena que significa dolor, fátiga, o 

sufimiento. De esta manera, Rodriguez sostiene que la pena es la restricción 

o privación de los bienes jurídicos al que ha cometido un hecho delictivo e 

impuesta por el juez competente. El profesor Franz Von Liszt citando a 

Villamor Lucía (2007), aducía que “la pena es un mal que el juez penal 

impone al delincuente a causa de haber cometido un hecho delictivo, para 

expresar la reprobación social con respecto al acto y al autor” (p. 297). 

Enrique Bacigalupo sostenía que en el siglo XVII existió un gran 

cambio ideológico que se llevaría a la práctica en el Estado Moderno. Ella 

consistía en excluir la venganza privada a la sola potestad sancionadora del 

Estado para castigar y repeler conductas hostiles para la sociedad. La 

venganza privada consistía en que las propias personas o víctimas de algún 

delito hacían justicia por sus propias manos. En cambio, la pena es 

concebida como una institución del Estado, en otras palabras, del Derecho 
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penal, de una sociedad en la que la persona tiene derechos solo en tanto él 

reconozca y valora los derechos de las demás personas. 

En este sentido, solo una pena que esté orientada o basada a un fin 

legítimo, es decir, acorde al Derecho se diferenciaba de la venganza privada 

y podía ser estimada como una legítima privación de la libertad. 

Primigeniamente, se consideraba que para que la víctima no vuelva a sufrir 

otro acto delictivo, esta puede ser alcanzado de tres formas: primera, 

inocuizando al delincuente, luego quitándole la fuerza que permite lesionar 

y, finalmente, enseñándole o aterrorizándole por medio de una imposición 

de un mal, que no debe pecar, es decir, no vuelva a cometer un acto delictivo. 

Asimismo, sostenía esta teoría desfasada que para que otros no repitan 

aquellos actos contrarios a derecho la pena debe ser pública y visible, esto 

es, que solo el Estado tenía la facultad de sancionar a los delincuentes y 

dicha pena era un mensaje para el delincuente o para las otras personas, 

dicho mensaje era el siguiente “el Estado no tolera actos delincuencias, 

mano firme y dura para los criminales”. 

Para entender mejor la temática de la pena es necesario citar aquellas 

teorías que tratan sobre la misma. Las denominadas teorías absolutas 

predicaban que “un mal se pague con otro mal”, en pocas palabras, “la pena 

sería la moneda con que el Estado le paga al criminal por el acto ilícito 

cometido”. En este sentido, la pena tenía carácter retributivo, lo que significa 

que es un pago o una devolución por el mal uso de la libertad o por trasgredir 

la norma  
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Posteriormente, nacen las teorías relativas de la pena, estas trataban 

de contestar la siguiente inquietud ¿para qué sirve la pena, hay alguna 

función, cuál es su utilidad?, es decir, ¿vale la pena, la pena?. Según la 

concepción de esta teoría la aplicación de la pena por medio del derecho 

penal se justifica o fundamenta por cuestiones de política criminal, por tanto, 

lo importante de la pena es “la prevención”. Algunos defensores de esta 

teoría aducen una “prevención general”, donde la pena se dirige a todos los 

miembros que conforman la sociedad para que se abstengan o retengan de 

delinquir los posibles futuros criminales (en forma negativa) o, bien para que 

la sociedad observe que lo que prescribe el Derecho se cumple, es decir no 

se ha resquebrajado (en forma positiva). Dice Manzano (1997) que en tanto 

la prevención especial se dirige al delincuente mismo, ya sea enmendándolo 

para que no vuelva a reincidir en su trayectoria de la delincuencia o bien 

inocuizándolo de la sociedad (p. 137). 

Posteriormente, nace la teoría de la unión que pretende articular la 

teoría de la prevención y represión. En este sentido, el profesor Roxin citando 

a Guimaraes (2007) crea la teoría dialéctiva de la pena. Según este autor, la 

pena tendría una triple función: cuando la ley AMENAZA con penas tiene 

una función de prevención general; cuando APLICA penas cumple una 

función retributiva y cuando EJECUTA penas tiene una función de 

prevenciób especial (p. 253).  

En la misma idea, la Corte Constitucional colombiana simpatiza con 

la teoría del maestro Roxin cuando sostiene: “La pena en el ordenamiento 
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jurídico colombiano tiene un fin preventivo y ello se observa en el momento 

de la creación legislativa de la sanción penal, la cual se trata como una 

amenaza de un mal ante la trasgresión de las normas penales. Asimismo, la 

pena tiene un fin retributivo que se cumple prioritariamente en el momento 

de la imposición judicial de la sanción. Finalmente, la pena tiene un fin 

resocializador que busca la ejecución de la resocialización del condenado en 

base a los principios humanistas y las normas de derecho internacional 

acogidas por el ordenamiento jurídico colombiano” (Sentencia C-239-1996). 

Una vez descrita las teorías acerca de la pena, es menester citar al 

profesor Ricacoba (2000) quien recordaba que “el penado, es y no puede 

sino seguir siendo un hombre, sujeto siempre de dignidad, que vive en 

convivencia y se realiza en sociedad, y que como tal tiene que ser tratado” 

(p. 218). 

En otras palabras, el autor sostiene que aquella persona que haya 

sido condenado con pena privativa de libertad por habérsele demostrado su 

culpabilidad del delito imputado, debe ser tratado dignamente y respetar sus 

derechos fundamentales que siguen vigentes, solamente está restringido por 

un determinado tiempo su derecho a la libertad personal. Asimismo, de la 

cita se puede rescatar que el hombre es un ser social, es decir, requiere de 

los suyos para poder realizarse, es así, que el condenado a de ser 

incorporado a la sociedad cuando este haya sido rehabilitado. 

Por tanto, la sanción penal no es para inocuizar o neutralizar a los que 

hayan cometido alguna conducta intolerable socialmente, sino que la pena 
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es un medio a través del cual la persona internada en un centro penitenciario 

será reahabilitada y, posteriormente, reincorporada a la sociedad. 

El Maestro de América, Raúl Zaffaroni (2004), sostenía que las ideas 

que ofrecían los teóricos legitimantes de la pena no guarda relación con la 

realidad, esto debidoa a que las represiones sufridos en las cárceles, el 

peligro de contraer algunas enfermedades, de resultar lesionado o incluso 

muerto, la falta de asistencia médica, alimentaria o educacional demuestran 

que la dignidad humana solo es para las personas que están en la sociedad, 

mas no para los reclusos (p. 11). 

2.2.1.11. Posición de Claus Roxin: El fin de la pena. Culpabilidad 

El profesor Claus Roxin aducía que a través de 2000 años se ha 

discutido sobre los fines de la pena y en Europa reluce tres concepciones 

que tratan la temática. Conforme a la primera teoria, la pena no se encuentra 

al servicio de los fines de la sociedad, sino al de la realización de la justicia 

por medio de la retribución al agente perpetrador según su culpabilidad. 

Según la segunda teoría, es decir, la teoría de la prevención especial, la pena 

tiene como fin influir sobre el autor. En otras palabras, la sociedad debe ser 

protegida de este agente y él debe, por medio de la pena, inhibirse de 

cometer más conductas contrarias a derecho, y en la medida de lo posible 

ser corregido (resocializado). Finalmente, según la tercera, es decir, la 

concepción preventiva general (prevención dirigida a toda la sociedad), el fin 

que quiere lograr la pena es influir en todas las personas de la comunidad, 

la cual por medio de la pena impuesta al criminal, deberá evitar caer en la 
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comisión de delitos y acrecentar el respeto al derecho en la vida diaria. Las 

tres teorías mencionadas reúnen dichos fines de la pena en una sola que es 

la  “teoría de la unión”. 

En este sentido, Carlos Parma (2009) analizando lo dicho por el 

maestro Roxin el fin de la pena es un fin preventivo, es decir, que debe ser 

entendida sobre la idea de evitar futuras conductas delictivas. Toda vez que 

el derecho penal es un medio o instrumento de control social porque una 

sanción punitiva por parte del Estado que no esté basada en las necesidades 

o exigencias de la sociedad carece de legitimación. Asimismo, la pena debe 

cumplir con fines preventivos especiales y generales, toda vez que por medio 

de ella sirva como ejemplo, en tal sentido qe el individuo castigada no vuelva 

a cometer otro delito, pero debe cumplir con su fin resocializador. Al mismo 

tiempo, la pena debe ser un mecanismo influenciador en los miembros de la 

sociedad para que el derecho penal sea reconocido por aquellos y que estos 

tengan presentes las consecuencias de incurrir en delitos (p. 90). 

Sin embargo, la doctrina de la unión añade un límite a la pena, la cual 

sería el grado de culpabilidad del agente perpetrador: a ningún individuo le 

puede ser impuesta una sanción si ejecutó la conducta sin culpabilidad (por 

ejemplo, una personas con graves problemas mentales); asimismo, la 

sanción penal no puede superar el grado de culpabilidad del agente (por 

ejemplo, pena de cadena perpetúa por el delito de homicidio culposo). 

El criterio o el principio de culpabilidad es una garantía a la dignidad 

de la persona humana, en esta misma idea, sirve como un limite a la facultad 
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punitiva (Ius Puniendi) del Estado y brinda al ciudadano de seguridad jurídica 

ya que no será penado si no es culpable, pero que tampoco será penado 

más allá de su grado de culpabilidad. 

2.2.1.12. La pena inocuizadora en el marco de la emergencia 

Jakobs concebía al derecho penal del enemigo como aquellas normas 

jurídicas excepcionales cuya caracterización era el incremento 

desproporcional de las penas y la exclusión de las garantías jurídicas, 

únicamente aplicable a los enemigos o no ciudadanos. Aquellos enemigos 

son personas tan peligrosas para la sociedad misma, dichos individuos han 

“abandonado” el derecho por un tiempo indefinido, lo cual significa una clara 

amenaza o riesgo a los fiens de la sociedad que protege el Estado. 

Dicho autor sostiene que el derecho penal del ciudadano no sería útil 

para el control de estos grupos, es decir, todas las garantías y principios 

limitadores del Ius Puniendi del Estado carecen de sentido y si pretenden ser 

impuestos a un individuo que en modo alguno asegura ni la más mínima 

seguridad cognitiva en su conducta personal. 

Lo que pretende el derecho penal es inocuizar a los peligros por medio 

del incremento de las penas. Esta modalidad de inocuizar, halla su 

fundamento en los constantes requerimientos o solicitudes de seguridad 

ciudadana, permanenetemente exacerbados y/o exagerados por los medios 

masivos de comunicación, presionando al Estado que decida y ejecute las 

medidas pertinentes para garantizar dicha seguridad en la sociedad. 
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Citemos a Parma Carlos (2005) para entenderlo mejor “La guerra a los 

enemigos tiene lugar con un legítimo derecho de los ciudadanos: su derecho 

a la seguridad” (p. 151). 

Zaffaroni (2006) afirmaba que aquellas decisiones adoptadas por un 

Estado simpatizante con el derecho penal del enemigo evidencian 

reacciones totalmente desproporcionadas frente a la conducta ilícita 

cometido por el criminal y, por tanto la pena que se impone es una 

sanción entendida como mera contención, un encerramiento que crea 

un puro impedimiento físico: se trata de un enjaulamiento de un 

individuo peligroso. Sin embargo, dicha concepción trata a la persona 

que cometió un hecho ilícito como un animal o una cosa peligrosa al 

cual se le tiene que inocuizar o neutralizar de la sociedad (p. 19). 

Silva Sánchez (2001) aduce que el tránsito o camino del ciudadano al 

enemido se irá convirtiendo por la REINCIDENCIA, la habitualidad, 

contexto extraordianario que debe ser frenada de una forma eficaz 

basado en un derecho penal de emergencia (p. 164). 

En suma, para Mangiafico (2008) la intervención del derecho penal 

del enemigo, es supuestamente para eliminar o neutralizar aquellos 

peligros y dicha finalidad ha de cumplirse anticipando la drasticidad 

de punición o reacción penal, es decir, incrementando la cuantía de 

las penas privativas de libertad y excluyendo en su totalidad los 

beneficios penitenciarios (p. 3). 
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2.2.2. SICARIATO JUVENIL  

2.2.2.1. Concepto de sicariato  

El sicariato es un asesinato por encargo, en la que el sujeto activo 

actúa motivado por un pago o recompensa económica ofrecida por parte del 

autor mediato, a quien exclusivamente se le comisionala realización de dar 

muerte a una persona, o su conducta forma parte de la orden que recibe 

como integrante de una organización criminal. 

Fernando Carrión M., (2009) señala que: 

[…] actualemente, el delito de sicariato es un fenómeno de carácter 

económico, ya que se caracteriza en mercantilizar la muerte por 

dinero, según la ley del mercado -oferta y demanda-. Practiamente, 

se circunscribe hoy en día en nuestra realidad la muy conocida justicia 

mafiosa, es decir, se recurre a la violencia como medio o mecanismo 

para solucionar los conflictos propios. (p. 7) 

Para Roberto Zamarrita (2011) quien se refiere al sicariato en el 

contexto de México, aduce que: "El delito de sicariato es el resultado del 

abandono total del Estado en no saber responder ante este conflicto. Este 

tipo de delito se configura como una violencia muy extrema que cobra 

sentido, no solo por el hecho de adquirir dinero asesinando a otra persona, 

sino que además es un peldaño en la pirámide de poder que facilita la 

reproducción, supuestamente eficaz, de las diferentes negociaciones en 

relación al crimen  organizado. Sin sicario no hay amenaza consumada... La 
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eliminación del contrario, en el marco de la desenfrenada pelea del crimen 

organizado y su presunta contraparte -el aparato de Estado- es el paso 

necesario para garantizar la apropiación de la riqueza y del territorio. El 

sicario es el encargado de cumplirlo". 

2.2.2.2. Consecuencias del sicariato  

Molloy Molloy y Bodwden (2012) dice que las consecuencias que 

genera el delito de sicariato son totalmente perjudicantes para toda la 

sociedad en concreto: pérdida de legitimidad de las diferentes instituciones 

del ordenamiento penal (INPE, PNP, Ministerio Público y Poder Judicial), 

percepción del crecimiento de la impunidad, ingreso fácil por medio de 

conductas ilícitas, elevamiento de los índices de violencia (... ). Pero lo más 

grave de todo esto tiene que ver con la ampliación de los mecanismos de 

aplicación de la justicia por propia mano y la legitimación de la violencia como 

mecanismos de resolución de conflictos (pág. 95). Interpretando lo dicho por 

el autor, la institución del sicariato se configura o concretiza y sobre todo 

rompe el sentido de justicia de las instituciones del Estado, ya que la 

población civil no confía en sus autoridades para la solucion de sus conflictos 

y tienen que recurrir a personas que brindan sus servicios para quitar vidas 

inocentes.  

2.2.2.3. Niños y adolescentes sicarios  

En cuanto a la participación de niños y adolescentes en delitos de 

sicariato y que forman parte de organizaciones criminales, "Se calcula que 
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solo en Trujillo, Lima y Callao existen unos 150 niños y adolescentesque 

están relacionados con la delincuencia organizada e involucrados en 

secuestros, extorsiones y asesinatos. Según la Dirección de Investigación 

Criminal (Dirincri) esta cifra se basa en las últimas denuncias y capturas a 

menores de edad que son reclutados por bandas organizadas para eliminar 

a sus rivales. En estas tres ciudades se concentrarla la mayoria de estos 

"niños sicarios". No se tiene una cifra exacta porque aún se sigue rastreando 

la participación de menores en los últimos crímenes cometidos en ciudades 

como Ancash, Chiclayo y Trujillo", aseguro la fuente policial" (C, 2012). 

Según la Policía Nacional del Perú unos 200 menores involucrados 

en hechos delictivos aún no han sido atrapados. "Es una realidad que en el 

70% de delitos participa un menor. En los casos de sicariato es muy común 

que adolescentes sean los autores de los disparos". 40% de asesinatos ha 

sido ejecutados por sicarios entre los 14 y los 17 años así informo la Policía. 

De enero del 2012 a la fecha se han registrado 130 homicidios a manos de 

sicarios en todo el país. 

Dice Lucía (2012) que por la situación descrita, resulta siendo 

alarmante la participación de niños y adolescentes en la comisión de delitos 

contra la vida, el cuerpo y la salud, quienes por ser menores de edad y ser 

considerados inimputables por la legislación nacional sus actos son 

tipificados como infracciones a la ley penal; hecho del cual se valen las 

bandas y/o organizaciones criminales para reclutarlos y hacerlos participar 

como un integrante más de la organización. Los menores infractores 
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(instruidos por sanguinarios mayores de edad) incurren en delitos porque 

tienen conocimeinto que no hay penas severas para sus atrocidades (p. 75). 

2.2.2.4. Las pandillas juveniles y el sicariato  

El fenómeno de las pandillas juveniles se coloca como una de las 

principales preocupaciones en materia de seguridad del hemisferio. Ello 

ocurre por su notable incidencia en la vida cotidiana de las personas, por la 

naturaleza de los ilícitos que se le atribuyen, por la respuesta que los Estados 

y algunos grupos de seguridad privada ofrecen para «eliminar» esta 

violencia, así como por las propuestas de atención alternativas que se 

ofrecen a un fenómeno cuyo estado de situación se ha agravado, entre otros 

motivos, por la ausencia de medidas multidimensionales que incorporen 

variables que vayan más allá de los enfoques represivos.  

El fenómeno social de las llamadas pandillas Juveniles también es un 

problema político que necesitan acciones públicas integrales. Ello significa 

que no basta con acometer el desafio a partir de, por ejemplo, políticas de 

empleo que constituyen un factor de importancia capital en esta materia. 

Asimismo, el Estado debe promover acciones desde el aspecto educativo, 

cultural y social que vaya más allá de aquellos enfoques tradicionales que se 

caracterizan por elevar la sanción, sino que esté orientada, basicamente, a 

la prevención del delito como lineamiento trascendental del discurso y de las 

políticas públicas. 
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Según Luis Guillermo Solís (2009), ello es crítico dado el contexto de 

pobreza, desigualdad y exclusión social que caracteriza a la región 

latinoamericana y caribeña, y en particular a los grupos socialesmás 

vulnerables de ésta, entre los que se encuentran precisamente los jóvenes 

(p. 80). 

Los adolescentes que pertenecen a pandillas, se caracterizan por 

buscar ejercer dominio sobre los demás, se relacionan con sus pares que 

presentan problemas de conducta, buscan reconocimiento social y destacar 

dentro del común, proyectan inconformidad con la vida, revelándose con 

escasos recursos para afrontar sus dificultades, sintiéndose en un ambiente 

complejo y con problemas. Asimismo, muchas veces presentan alto riesgo 

social, porque no seleccionan sus amistades adecuadamente, presentan 

consumo de sustancias psicoactivas, no hay control ni supervisión de sus 

actividades, los padres no cumplen su rol, no presentan conciencia de falta, 

su discurso es justificar su accionar, muchas veces presentan trastorno de 

personalidad con rasgos disóciales. Otras veces, provienen de un hogar 

disfuncional, la madre asume un rol permisivo, presentan deserción escolar, 

no presentan conciencia del error y minimiza su participación en el hecho 

infractor. 

En ese orden de ideas, ante el problema de la "delincuencia" juvenil 

que se encuentra relacionada a las pandillas juveniles, y que revela su grave 

peligrosidad por estar vinculada en muchos casos al crimen organizado, a 

su incremento de incidencia y a su avance a diferentes ciudades del país, el 
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diario La República convocó a una mesa de debates a expertos en el tema 

como el ex jefe del Inpe Wilfredo Pedraza, el Defensor del Pueblo Adjunto 

Eduardo Vega, y el profesor de Zona de Cambio Juan Rubín; además del 

congresista Renzo Reggiardo, cuyas propuestas objeto a debatir se 

resumieron en: 

 Reducir la edad de imputabilidad penal de 18 a 16 años, es decir, que 

un menor de 16 años que ha cometido una infracción penal grave 

pueda ser recluido en un penal (Y que actualmente existe un proyecto 

de ley en ese sentido del congresista Reggiardo). 

 Otras voces se inclinan por tener un tratamiento específico, 

diferenciado y especializado para ellos. 

 Y hay quienes prefieren enfocarse en la prevención, lo más ideal, una 

tarea que requiere un trabajo coordinado ente el Estado y la sociedad 

civil. 

Eduardo Vega y Juan Rubín, por ejemplo, están en contra de reducir 

la edad de imputabilidad a 16 años como plantea el proyecto de ley, el 

primero porque el Perú ha suscrito la Convención de los Derechos del Niño 

y tratados internacionales, y el segundo, porque los penales no rehabilitan y 

el centro juvenil sí; Wilfredo Pedraza señala que ese proyecto de ley puede 

perfectamente vincularse con algo: hay un centro juvenil enorme en una zona 

valorizada y han propuesto cambiar ese local por tres centros juveniles 

distintos, modernos, con infraestructura. Pefectamente se pueden hacer 

centros juveniles diferenciados de acuerdo a perfiles de los internos, junto a 
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la normatividad adecuada y a la infraestructura distinta. Ese es el tema. En 

cambio, Renzo Reggiardo, explica que reducir la edad de imputabilidad penal 

de 18 a 16 años sin duda es un proyecto de ley polémico, lo que se busca 

es proteger a la sociedad. "Lo estamos evaluando desde la Comisión de 

Seguridad, pero también va acompañado de la prevención. Está pensada 

sólo para algunos delitos que generan más daño a la sociedad: homicidio 

calificado, parricidio, una serie de delitos graves" (En mesa de debate 

organizado por el Diario La República, publicado el sábado 26-05-12, p. 2). 

Como resumen de esta mesa de debates, se puede rescatar como 

ideas fuerzas para hacer frente al problema de delincuencia juvenil: 1.- 

Mejorar el sistema normativo, sin abandonar el principio de que los menores 

requieren de una atención distinta (Eduardo Vega) 2.- Funcionamiento a 

nivel nacional del Concejo Nacional de Política Criminal, cuyo roles mirar 

cómo está la criminalidad del país y que hacer en consenso con todas la 

entidades (Eduardo Vega), 3.- Reforzar la actividades laborales y educativas 

en los Centro Juveniles para reducir la reincidencia (Wilfredo Pedraza), 4.- 

Trabajo especializado con Psicólogos (Juan Rubín), 5.- Construcción de un 

Centro juvenil de alta seguridad para adolescentes, que a decir de Wilfredo 

Pedraza, se justifica porque dentro de la justicia penal juvenil se puede hacer 

gradaciones de responsabilidad, diferenciarlos. 

En ese sentido, resulta interesante el punto de vista de Lucía 

Dammert, quien desde el plano de la prevención señala que: "Es evidente 

que dichos menores de edad que ven a las infracciones ilícitas como medio 
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facilitador para obtener una compensación económica tengan problemas 

sociales y que la gran mayoría está asociada al analfabetismo y al desgane 

de empleabilidad. Lo cual provoca una sola vía de escapatoria o mecanismo 

al delito. Por lo tanto, el Estado debe invertir en ese punto y no en poner 

mano dura a aquellas infracciones ya que no es la solución correcta. 

Entonces, debe invertir en tres puntos trascendentales. Uno, incentivar o 

fomentar en los jóvenes a permanecer en los colegios. Dos, limitar el tema, 

o enfrentar el tema de las adicciones y los abusos de las drogas también a 

nivel juvenil. Y tres, para aquellos que incluso han terminado el colegio 

generar programas focalizados de inserción laboral". 

2.3. Definición de términos básicos  

2.3.1. Política criminal: Es el conjunto de actividades o acciones que 

ejecuta el Estado con el objetivo de reprimir, prevenir o controlar la 

delincuencia en un contexto y tiempo determinado, es decir, son aquellas 

estrategias adoptadas por las autoridades pertinentes encaminadas a 

reducir la criminalidad. 

2.3.2. Derecho penal del enemigo: Es el conjunto de normas penales con 

carácter excepcional cuyo mecanismo es el incremento desproporcional e 

irracional de las penas y la exclusión de las garantías jurídicas, únicamente 

aplicables a las personas consideradas peligrosas para la sociedad, es decir, 

los enemigos de la sociedad. 
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2.3.3. Criminalidad: Es aquel fenómeno social, psicológico y económico y 

contrario al ordenamiento jurídico que ocasiona el desborde o desequilibro 

de la convivencia social, es decir, son aquellas conductas hostiles y 

peligrosas para el bienestar de la sociedad.  

2.3.4. Beneficios penitenciarios: Es el conjunto de mecanismos o medios 

orientadas a la resocialización del privado de libertad por medio de su 

intervención o colaboración en actividades educativas y laborales que brinda 

el ordenamiento penitenciario, así como por medio de las actividades que los 

propios reclusos llevan a cabo con tal finalidad. 

2.3.5. Reincidencia: Es aquella acción repetitiva de una conducta (acción u 

omisión) ilícita. En otras palabras, una persona será considerada como 

reincidente cuando al haber cumplido en todo o en parte una pena, comete 

un nuevo delito doloso en un tiempo que no exceda los cinco años. 

2.3.6. Principio de proporcionalidad: Es aquel mecanismo que tiene como 

finalidad evitar los abusos del Estado al aplicar su Ius Puniendi, pretendiendo 

que la sanción a aplicarse no debe ser mayor a la conducta ilícita cometida 

por su autor. 

2.4. Bases epistemológicas 

En el Distrito de Huánuco se corrobora que existe un incremento de 

la criminalidad, ocasionando problemas sociales y, consecuentemente, 

generándose un incremento de presión social por el cual los huanuqueños 

exigen seguridad ciudadana a sus autoridades. Dicha problemática es 
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resultado de las ineficaces gestiones por parte de nuestras autoridades, las 

cuales no prestan ni un mínimo interés para elaborar estudios eficaces de 

política criminal para reducir la delincuencia. En este sentido, el gobernador, 

alcaldes y demás autoridades del Distrito de Huánuco deben combatir los 

lugares de riesgo, es decir, prestar suma atención a aquellos puntos donde 

se pueden evidenciar en un futuro un origen de la criminalidad. Sin embargo, 

aquello solo es una utopía en nuestra sociedad, a modo de ejemplo, se 

otorgó más de 500 licencias a bares donde se venden bebidas alcohólicas 

sin control y supervisión, en horarios que peligra contra la paz y tranquilidad 

de la vecindad, además muchos de esos lugares sirven como fachada para 

prostíbulos clandestinos. 

De lo expuesto, se colige que en nuestro Distrito de Huánuco existen 

adolescentes y jóvenes en una palpable situación o contexto de riesgo, 

muchos de ellos procedentes de familias disfuncionales o desamparados a 

su suerte, sin un adalid que los dirija por el camino correcto, o en otros 

contextos con padres que poco o nada les interesa invertir en la educación 

de sus hijos para garantizar un correcto desarrollo psicosocial. 

Asimismo, se evidencia la carencia de profesionales de las carreras 

de psicología en los centros educativos que puedan informar o dirigir a los 

niños, adolescentes o jóvenes por el sendero del bien y a poder afrontar 

proactivamente las dificultades que se le presenten, también existen 

docentes sin capacidad ni medios para proceder frente a contratiempos 

como la criminalidad, el consumo de alcohol y drogas, etc. Por lo expuesto, 
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amerita una especial preocupación e interés de nuestras autoridades sobre 

la realidad que está pasando nuestra sociedad huanuqueña por medio de 

actividades o programas orientadas a reducir el riesgo en esta población o 

lugares vulnerables.   
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CAPITULO III: METODOLOGÍA 

3.1. Ámbito 

La presente investigación tuvo como ámbito geográfico de estudio en 

la ciudad de Huánuco, específicamente, tuvo como sujetos de investigación 

al total de abogados del Colegio de Abogados de Huánuco. En cuanto al 

ámbito espacial, el estudio fue comprendido en el año 2019. 

3.2. Población  

Según Herrera (2011) la población puede ser definida como “la 

totalidad de un fenómeno de estudio, es decir, es el conjunto de elementos 

en los cuales están preestablecidos el número de participantes que están 

inmersos en la investigación” (p. 90). 

De igual forma citando Barahona (1984, p. 34) quien indica que la 

población “No es más que aquel conjunto de individuos o elementos que 

podemos observar, medir una característica o atributo”. De este concepto 

referencial, comentamos que nuestra población estuvo conformada por 

individuos y elementos que fueron observados y medidos, las cuales son las 

siguientes: 

Sujetos que conforman la población: 

 96 abogados colegiados en el Ilustre Colegio de Abogados de 

Huánuco.  
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Objetos de estudio que conforman la población: 

 8 casos de adolescentes internados por sicariato -documentos 

facilitados por INDAGA: Observatorio Nacional de Política Criminal 

(2019). 

3.3. Muestra 

Para Álvarez Undurraga (2002, p. 45) la población puede ser definida 

como la totalidad de un fenómeno de estudio, es decir, es el conjunto de 

elementos en los cuales están preestablecidos el número de participantes 

que están inmersos en la investigación.  

En cuanto al muestreo utilizado en la realización de la presente 

investigación fue probabilístico de tipo sistemático, ya que la selección de los 

elementos de la muestra fue al azar, donde cada elemento que conforma la 

población tuvo la misma probabilidad de ser elegida como muestra. Para 

hallar el tamaño de la muestra respecto de nuestra población utilizamos la 

siguiente fórmula:  

Tamaño de la muestra  

Sujetos que conforman la muestra 

Dónde:  

N = Total de la población, esto es, 96 abogados 

 Zα= 1.96 al cuadrado (si la seguridad es del 95%)  



56 

 

 

 

p = proporción esperada (en este caso 5% = 0.05)  

q = 1 – p (en este caso 1-0.05 = 0.95) 

d = precisión (en su investigación use un 5%).  

Aplicando la fórmula tenemos lo siguiente:  

N = 96.1,962 .0,05.0,95/ 50-1+1,962 .0,05.0,95 = 15 

Por tanto, el tamaño de los elementos que conforman la muestra:  

 15 quince abogados colegiados en Huánuco, a quienes se les aplicó 

la encuesta referente a la política criminal y el delito de sicariato juvenil 

a nivel local y nacional. 

Objetos que conforman la muestra 

 6 casos de adolescentes internados por sicariato -documentos 

facilitados por INDAGA: Observatorio Nacional de Política Criminal 

(2019). 

3.4. Nivel y tipo de estudio  

3.4.1. Nivel explicativo  

La investigación en mención es de nivel explicativo porque tiene como 

finalidad responder a las causas de los fenómenos, es decir, lo que nos 

interesa es responder a las siguientes preguntas: por qué ocurre este 
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fenómeno, en qué condiciones se realiza o por qué dos variables se 

relacionan entre sí. 

3.4.2. Tipo aplicada 

La presente investigación es de tipo aplicada porque lo que se 

pretende con su análisis y estudio es la resolución práctica de un problema 

determinado. Sin embargo, nuestro trabajo de investigación se fundamenta 

en los resultados de aquellas investigaciones básicas que sirvieron como 

referentes para brindar una solución a la problemática. 

3.5. Diseño de investigación 

La tesis en mención tendrá un diseño no experimental -citando a 

Cortés & Iglesias- (2004) debido a que las variables analizadas (la política 

criminal y sicariato juvenil) no se van a manipular, es decir, el objetivo de la 

investigación con diseño no experimental es observar los fenómenos que se 

presentan dentro de una sociedad tal como se comportan en su contexto 

natural, consecuentemente, ser analizadas (p. 79). 

Además de ello, las investigaciones con diseño no experimental 

pueden ser: longitudinales y transversales. Es en este sentido, que nuestro 

estudio es de diseño no experimental/transversal porque recolectaremos los 

datos en un solo momento. Finalmente, el diseño transversal puede ser: 

descriptivos y correlacionales, en tanto, nuestra investigación se subdivide 

en correlacional porque tiene como objetivo analizar la relación existente 

entre dos variables. 
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En donde: 

 M : muestra 

 Ox : variable Independiente  

 Oy : variable Dependiente 

 r : resultado 

3.6. Métodos, técnicas e instrumentos  

3.6.1. Métodos  

El método puede ser definida como aquel conjunto de pasos 

generales utilizados en la investigación para resolver el problema planteado 

en la presente tesis.  

 Método funcional. A través de este método se pretende trasladar el 

fenómeno jurídico estudiado a la realidad social. Ello, se puede 

realizar a través de los expedientes judiciales y las encuestas 

realizados a los operadores jurídicos conocedores de la problemática. 

 Método exegético. Este método nos servirá para reforzar nuestro 

marco teórico, gracias a este método podremos obtener información 

valiosa de aquellos doctrinarios que estudiaron a profundidad sobre 

la política criminal y la criminalidad. 
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 Método inductivo. Con este método de investigación se pretende 

generalizar los resultados obtenidos de la tesis, es decir, tiene como 

finalidad llevar de lo particular a lo general. 

3.6.2. Técnicas 

Según el profesor Rodríguez Pañuelas (2008) las técnicas pueden ser 

definidas como aquellos medios que el investigador emplea para la 

recolección de las informaciones que se suscitan en su entorno (p. 10). Por 

tanto, las técnicas son aquellos recursos que nos ayudarán para poder 

acercarnos a los hechos materia de estudio. 

Las técnicas que vamos a usar en la presente investigación son las 

siguientes: 

 La encuesta.  

 Análisis documental.  

3.6.3. Instrumentos  

Arias (2012) dice que el instrumento puede ser definidos como aquel 

medio que sirve para la recolección de datos, es decir, mediante este último 

se puede almacenar, recoger, obtener o registrar información del estudio 

propuesto. En este sentido, los instrumentos a utilizar en la investigación son 

las siguientes: 

 Cuestionario. Para Hurtado (2000) el cuestionario “es un instrumento 

que agrupa una serie de preguntas relativas a una temática particular, 

sobre el cual el investigador desea obtener información”. En suma, el 
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cuestionario es el conjunto de preguntas en base a las variables 

planteadas en una investigación. 

 Guía de análisis documental. Las guías de análisis documental son 

instrumentos altamente útiles si se quiere sacar información relevante 

de un texto, documento, expediente, en razón a los indicadores u 

objetivos que el investigador se plantee.  

3.7. Validación y confiabilidad del instrumento  

 Validación de los instrumentos para la recolección de datos  

Según el profesor Sánchez y Reyes la validación refiere a que el 

instrumento utilizado en la investigación debe medir lo que 

anteriormente se ha prometido medir, en otras palabras, tiene que ser 

efectivo al querer lograr los resultados del fenómeno que se pretende 

medir o estudiar. En esta línea de ideas, se validará los instrumentos 

en la recolección de datos a través de juicios de expertos, es decir, de 

operadores jurídicos como los jueces, fiscales y abogados. 

 

 Confiabilidad de los instrumentos para la recolección de datos  

La confiabilidad de los instrumentos por medio del programa 

estadístico SPSS, a través del método de Alfa de Cronbach. 

3.8. Procedimiento  

La investigación es un conjunto de pasos o etapas que se 

desarrollarán de manera secuencial, de forma ordena para lograr con los 
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objetivos planteados al inicio de nuestro estudio de investigación. De esta 

manera, mencionaremos las siguientes etapas de cómo se va a desarrollar 

la investigación: 

a. La observación del fenómeno involucrado en el problema de la 

investigación. 

b. Formulación de las hipótesis que responden al problema de la 

investigación. 

c. Recolección de datos aplicado en el campo de estudio mediante los 

instrumentos detallados anteriormente, 

d. Organización y medición de los datos obtenidos de los instrumentos 

mediante la tabula que se describe a continuación: 

Síntesis de la información y discusión de los resultados obtenidos 

mediante gráficas para la constatación de las hipótesis.  

e. Finalmente, de los resultados obtenidos plantearemos nuestras 

conclusiones y recomendaciones 

3.9. Tabulación y análisis de datos estadísticos  

Cuando se haya obtenido los datos por medio de los instrumentos 

utilizados, se tendrá que codificar y tabular en una tabla de doble entrada, la 

cual se señalará de forma vertical el número de los encuestados y de forma 

horizontal el número de cada pregunta para finalmente obtener las 

respuestas en el interior de la tabla. La tabulación de datos tiene la siguiente 

forma: 
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ESCALA 
VALORATIVA PARA 
LA ENCUESTA 

CANTIDAD PORCENTAJE 

De acuerdo A A% 

No opina  B B% 

En desacuerdo  C C% 

TOTAL  15 100% 

Síntesis de la información y discusión de los resultados obtenidos 

mediante gráficas para la constatación de las hipótesis.  

 

3.10. Consideraciones éticas 

En el presente trabajo de investigación se tendrá en consideración el 

respeto irrestricto por los participantes que intervienen en el estudio del 

fenómeno, brindando la oportunidad que ellos mismos decidan. De esta 

forma, las consideraciones éticas se obtienen de aquellos participantes que 

son capaces de tomar sus propias decisiones sin que exista violencia o 

amenaza para que participe en dicha investigación. Asimismo, no debe 

existir engaño en la participación, es decir, los investigadores deben brindar 

al participante el mayor entendimiento por parte de este último. 

0
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Categoría 1 Categoría 2 Categoría 3

Serie 1

Serie 1



63 

 

 

 

CAPÍTULO IV DISCUSIÓN 

4.1. Análisis descriptivo de la encuesta. 

 En este capítulo, en base a los datos que logramos obtener mediante 

la utilización de nuestros cuestionarios aplicados a los quince abogados que 

conforman nuestra muestra, hemos realizado una debida interpretación, 

desarrollado mediante tablas y gráficas representadas por nuestros datos 

cuantificados. 

PREGUNTAS SOBRE LA VARIABLE X = POLÍTICA CRIMINAL 

1. Considera Ud., ¿Qué, la política criminal es eficaz en la reducción 

de la criminalidad? 

Tabla Nº 1 

ENCUESTADOS 

RESPUESTAS FRECUENCIA PORCENTAJE 

 
15 

De acuerdo  
 

4 27% 

No opina  
 

1 7% 

En desacuerdo 10 66% 

TOTAL  15 100% 
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Gráfico Nº 1 

 

ANÁLISIS  

De los datos obtenidos del cuestionario aplicado a los quince 

abogados, se evidencia del gráfico Nº 1 que el 27% de los abogados 

encuestados consideran que la política criminal es eficaz en la 

reducción de la criminalidad; mientras que el 66% del total de 

abogados encuestados consideran que la política criminal es ineficaz 

en la reducción de la criminalidad. Por otro lado, el 7% de los 

abogados encuestados optaron por no responder la pregunta 

planteada.  

INTERPRETACIÓN  

Por lo tanto, de la tabla 1 y de la gráfica 1 se estima que la política 

criminal que viene aplicando el Estado para reducir el índice de la 

criminalidad o delincuencia no está surtiendo efectos, debiendo por 

optar otras políticas criminales, pero de la mano del Derecho Penal.  

 

 

Gráfico 1º 

De acuerdo No opina En desacuerdo
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2. Considera Ud., ¿Qué, el incremento de la pena es disuasivo en la 

reducción de la criminalidad? 

Tabla Nº 2 

ENCUESTADOS 

RESPUESTAS FRECUENCIA PORCENTAJE 

 
15 

De acuerdo  
 

3 20% 

No opina  
 

1 7% 

En desacuerdo 11 73% 

TOTAL  15 100% 

 

Gráfico Nº 2 

 

ANÁLISIS  

De los datos obtenidos del cuestionario aplicado a los quince 

abogados, se evidencia del gráfico Nº 2 que el 20% de los abogados 

encuestados consideran que el incremento de la pena es disuasivo 

en la reducción de la criminalidad; mientras que el 73% del total de 

abogados encuestados consideran el incremento de la pena no es 

disuasivo en la reducción de la criminalidad. Por otro lado, el 7% de 

Gráfico 2º 

De acuerdo No opina En desacuerdo
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los abogados encuestados optaron por no responder la pregunta 

planteada.  

INTERPRETACIÓN  

Por lo tanto, de la tabla 2 y de la gráfica 2 se estima que cuando el 

legislador peruano eleva la pena privativa de libertad como política 

criminal para combatir la criminalidad; sin embargo, no surte el efecto 

esperado, siendo todo lo contrario, cada día crece más el índice de la 

delincuencia.  

3. Considera Ud., ¿Qué, la exclusión de los beneficios 

penitenciarios influye en la reducción de la criminalidad? 

Tabla Nº 3 

ENCUESTADOS 

RESPUESTAS FRECUENCIA PORCENTAJE 

 
15 

De acuerdo  
 

4 27% 

No opina  
 

2 13% 

En desacuerdo 9 60% 

TOTAL  15 100% 

Gráfico Nº 3 

 

Gráfico 3º 

De acuerdo No opina En desacuerdo
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ANÁLISIS  

De los datos obtenidos del cuestionario aplicado a los quince 

abogados, se evidencia del gráfico Nº 3 que el 27% de los abogados 

encuestados consideran que la exclusión de los beneficios 

penitenciarios influye en la reducción de la criminalidad; mientras que 

el 60% del total de abogados encuestados consideran que la 

exclusión de los beneficios penitenciarios no influye en la reducción 

de la criminalidad. Por otro lado, el 13% de los abogados encuestados 

optaron por no responder la pregunta planteada.  

INTERPRETACIÓN  

Por lo tanto, de la tabla 3 y de la gráfica 3 se estima que la política 

criminalidad basada en la reducción de los beneficios penitenciarios 

para ciertos delitos no influye para la reducción de la delincuencia, 

solamente, agrava principios de un Estado de Derecho.  

 

4. Considera Ud., ¿Qué, se aplica el fin socializador de la pena en 

los delitos de gravedad? 

Tabla Nº 4 

ENCUESTADOS 

RESPUESTAS FRECUENCIA PORCENTAJE 

 
15 

De acuerdo  
 

5 33% 

No opina  
 

2 13% 

En desacuerdo 8 54% 

TOTAL  15 100% 
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Gráfico Nº 4 

 

ANÁLISIS  

De los datos obtenidos del cuestionario aplicado a los quince 

abogados, se evidencia del gráfico Nº 4 que el 33% de los abogados 

encuestados consideran que se aplica el fin socializador de la pena 

en los delitos de gravedad; mientras que el 54% del total de abogados 

encuestados consideran que no se aplica el fin socializador de la pena 

en los delitos de gravedad. Por otro lado, el 13% de los abogados 

encuestados optaron por no responder la pregunta planteada.  

INTERPRETACIÓN  

Por lo tanto, de la tabla 4 y de la gráfica 4 se estima que en los delitos 

de gravedad no se viene aplicando los fines de la pena establecido en 

el artículo noveno del Título Preliminar del Código Penal, 

específicamente, el fin socializador. En estos tipos de delitos se viene 

aplicando el Derecho Penal del Enemigo, caracterizado en la 

inocuización del sujeto peligroso.  

Gráfico 4º 

De acuerdo No opina En desacuerdo
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5. Considera Ud., ¿Qué, el Estado debe priorizar una política 

criminal preventiva que a una política criminal reaccionista?    

Tabla Nº 5 

ENCUESTADOS 

RESPUESTAS FRECUENCIA PORCENTAJE 

 
15 

De acuerdo  
 

8 54% 

No opina  
 

1 7% 

En desacuerdo 6 39% 

TOTAL  15 100% 

Gráfico Nº 5 

 

ANÁLISIS  

De los datos obtenidos del cuestionario aplicado a los quince 

abogados, se evidencia del gráfico Nº 5 que el 54% de los abogados 

encuestados consideran que el Estado debe priorizar una política 

criminal preventiva que a una política criminal reaccionista; mientras 

que el 39% del total de abogados encuestados consideran que el 

Estado debe priorizar una política criminal reaccionista que a una 

Gráfico 5º 

De acuerdo No opina En desacuerdo
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política criminal preventiva. Por otro lado, el 7% de los abogados 

encuestados optaron por no responder la pregunta planteada.  

INTERPRETACIÓN  

Por lo tanto, de la tabla 5 y de la gráfica 5 se estima que el Estado 

debe priorizar una política criminal que esté orientada a prevenir los 

delitos y no contrario sensu, esto es, cuando ya se haya consumado 

el delito. En tal sentido, el Derecho Penal es una política criminal 

reaccionista porque actúa una vez que se haya consumado el delito.  

 

6. Considera Ud., ¿Qué, se logra la rehabilitación de los 

condenados por delitos que son considerados graves para la 

sociedad? 

Tabla Nº 6 

ENCUESTADOS 

RESPUESTAS FRECUENCIA PORCENTAJE 

 
15 

De acuerdo  
 

3 20% 

No opina  
 

3 20% 

En desacuerdo 9 60% 

TOTAL  15 100% 
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Gráfico Nº 6 

 

ANÁLISIS  

De los datos obtenidos del cuestionario aplicado a los quince 

abogados, se evidencia del gráfico Nº 6 que el 20% de los abogados 

encuestados consideran que si se logra la rehabilitación de los 

condenados por delitos que son considerados graves para la 

sociedad; mientras que el 60% del total de abogados encuestados 

consideran que no se logra la rehabilitación de los condenados por 

delitos que son considerados graves para la sociedad. Por otro lado, 

el 20% de los abogados encuestados optaron por no responder la 

pregunta planteada.  

INTERPRETACIÓN  

Por lo tanto, de la tabla 6 y de la gráfica 6 se estima que no se logra 

la rehabilitación de los perpetradores que han cometido delitos 

graves, esto se debe a que el Estado piensa que su trabajo culmina 

una vez que se le haya condenado al delincuente, sin embargo, esto 

Gráfico 6º 

De acuerdo No opina En desacuerdo
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no es así ya que el Estado una vez que haya encerrado al sujeto debe 

trabajar en su rehabilitación.  

7. Considera Ud., ¿Qué, se debe fomentar el trabajo en las cárceles 

para lograr que los que han cumplido su pena no reincidan en la 

comisión de delitos? 

Tabla Nº 7 

ENCUESTADOS 

RESPUESTAS FRECUENCIA PORCENTAJE 

 
15 

De acuerdo  
 

12 80% 

No opina  
 

0 00% 

En desacuerdo 3 20% 

TOTAL  15 100% 

 

Gráfico Nº 7 

 

ANÁLISIS  

De los datos obtenidos del cuestionario aplicado a los quince 

abogados, se evidencia del gráfico Nº 7 que el 80% de los abogados 

encuestados consideran que si se debe fomentar el trabajo en las 

Gráfico 7º 

De acuerdo No opina En desacuerdo
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cárceles para lograr que los que han cumplido su pena no reincidan 

en la comisión de delitos; mientras que el 20% del total de abogados 

encuestados consideran que el fomento del trabajo en las cárceles no 

incide para que los condenados no reincidan en la comisión de delitos. 

INTERPRETACIÓN  

Por lo tanto, de la tabla 7 y de la gráfica 7 se estima que el fomento 

del trabajo en las cárceles es un factor importante para que los 

internos no vuelvan a reincidir en más delito, este fomento tiene como 

objetivo crear un hábito de vida en los internos para que no busquen 

la vida fácil. 

 

8. Considera Ud., ¿Qué, la aplicación del derecho penal del 

enemigo trasgrede las garantías mínimas que debe tener todo 

proceso penal? 

Tabla Nº 8 

ENCUESTADOS 

RESPUESTAS FRECUENCIA PORCENTAJE 

 
15 

De acuerdo  
 

13 86% 

No opina  
 

1 7% 

En desacuerdo 1 7% 

TOTAL  15 100% 
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Gráfico Nº 8 

 

ANÁLISIS  

De los datos obtenidos del cuestionario aplicado a los quince 

abogados, se evidencia del gráfico Nº 8 que el 86% de los abogados 

encuestados consideran que la aplicación del derecho penal del 

enemigo trasgrede las garantías mínimas que debe tener todo 

proceso penal; mientras que el 7% del total de abogados encuestados 

consideran que la aplicación del derecho penal del enemigo no 

trasgrede las garantías mínimas que debe tener todo proceso penal. 

Por otro lado, el 7% de los abogados encuestados optaron por no 

responder la pregunta planteada. 

INTERPRETACIÓN  

Por lo tanto, de la tabla 8 y de la gráfica 8 se estima que la aplicación 

del instituto del Derecho Penal del Enemigo vulnera en todo sentido 

aquellas garantías mínimas de un proceso penal, esto debido a que 

se excluyen diversos derechos del investigados y se omite principios 

Gráfico 8º 

De acuerdo No opina En desacuerdo
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del Derecho Penal con la finalidad de inocuizar al individuo a través 

de penas largas.  

9. Considera Ud., ¿Qué, la despreocupación por parte del Estado 

hacia los sentenciados que viven en un total hacinamiento 

penitenciario vulnera sus derechos fundamentales? 

Tabla Nº 9 

ENCUESTADOS 

RESPUESTAS FRECUENCIA PORCENTAJE 

 
15 

De acuerdo  
 

10 67% 

No opina  
 

2 13% 

En desacuerdo 3 20% 

TOTAL  15 100% 

 

Gráfico Nº 9 

 

ANÁLISIS  

De los datos obtenidos del cuestionario aplicado a los quince 

abogados, se evidencia del gráfico Nº 9 que el 67% de los abogados 

encuestados consideran que la despreocupación por parte del Estado 

Gráfico 9º 

De acuerdo No opina En desacuerdo
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hacia los sentenciados que viven en un total hacinamiento 

penitenciario vulnera sus derechos fundamentales; mientras que el 

20% del total de abogados encuestados consideran que la 

despreocupación por parte del Estado hacia los sentenciados que 

viven en un total hacinamiento penitenciario no vulnera sus derechos 

fundamentales. Por otro lado, el 13% de los abogados encuestados 

optaron por no responder la pregunta planteada. 

INTERPRETACIÓN  

Por lo tanto, de la tabla 9 y de la gráfica 9 se estima que la situación 

del hacinamiento penitenciario que vive la realidad peruana es un 

hecho muy preocupante ya que los internos de los centros 

penitenciarios no tienen una vida digna, esto debido a que el 

hacinamiento penitenciario vulnera derechos fundamentales. 

10. Considera Ud., ¿Qué, la inocuización de los delincuentes 

habituales es eficaz en la prevención de los delitos? 

Tabla Nº 10 

ENCUESTADOS 

RESPUESTAS FRECUENCIA PORCENTAJE 

 
15 

De acuerdo  
 

6 39% 

No opina  
 

2 13% 

En desacuerdo 7 48% 

TOTAL  15 100% 
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Gráfico Nº 10 

 

ANÁLISIS  

De los datos obtenidos del cuestionario aplicado a los quince 

abogados, se evidencia del gráfico Nº 10 que el 39% de los abogados 

encuestados consideran que la inocuización de los delincuentes 

habituales es eficaz en la prevención de los delitos; mientras que el 

48% del total de abogados encuestados consideran que la 

inocuización de los delincuentes habituales no es eficaz en la 

prevención de los delitos. Por otro lado, el 13% de los abogados 

encuestados optaron por no responder la pregunta planteada. 

INTERPRETACIÓN  

Por lo tanto, de la tabla 10 y de la gráfica 10 se estima que la 

inocuización del delincuente habitual no es eficaz para reducir la 

delincuencia, esto significa que la drasticidad de la pena no cumple la 

función preventiva que tanto desea el Estado.  

 

 

Gráfico 10º 

De acuerdo No opina En desacuerdo
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PREGUNTAS SOBRE LA VARIABLE Y= SICARIATO JUVENIL  

11. Considera Ud., ¿Qué, la tasa de criminalidad del delito de 

sicariato juvenil ha incrementado en el transcurso del tiempo? 

Tabla Nº 11 

ENCUESTADOS 

RESPUESTAS FRECUENCIA PORCENTAJE 

 
15 

De acuerdo  
 

9 60% 

No opina  
 

1 7% 

En desacuerdo 5 33% 

TOTAL  15 100% 

 

Gráfico Nº 11 

 

ANÁLISIS  

De los datos obtenidos del cuestionario aplicado a los quince 

abogados, se evidencia del gráfico Nº 11 que el 60% de los abogados 

encuestados consideran que la tasa de criminalidad del delito de 

sicariato juvenil ha incrementado en el transcurso del tiempo; mientras 

que el 33% del total de abogados encuestados consideran que la tasa 

Gráfico 11º 

De acuerdo No opina En desacuerdo
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de criminalidad del delito de sicariato juvenil no ha incrementado en 

el transcurso del tiempo. Por otro lado, el 7% de los abogados 

encuestados optaron por no responder la pregunta planteada. 

INTERPRETACIÓN  

Por lo tanto, de la tabla 11 y de la gráfica 11 se estima que el Estado 

no sabe responder de manera eficaz a la problemática del sicariato 

juvenil, ya que sigue en aumento que bandas criminales utilizan a 

menores de edad para cometer sus fechorías.  

12. Considera Ud., ¿Qué, el incremento de la sanción penal en el 

delito de sicariato juvenil reduce su índice criminal? 

Tabla Nº 12 

ENCUESTADOS 

RESPUESTAS FRECUENCIA PORCENTAJE 

 
15 

De acuerdo  
 

3 20% 

No opina  
 

1 7% 

En desacuerdo 11 73% 

TOTAL  15 100% 

Gráfico Nº 12 

 

Gráfico 12º 

De acuerdo No opina En desacuerdo
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ANÁLISIS  

De los datos obtenidos del cuestionario aplicado a los quince 

abogados, se evidencia del gráfico Nº 12 que el 20% de los abogados 

encuestados consideran que el incremento de la sanción penal en el 

delito de sicariato juvenil reduce su índice criminal; mientras que el 

73% del total de abogados encuestados consideran que el incremento 

de la sanción penal en el delito de sicariato juvenil no reduce su índice 

criminal. Por otro lado, el 7% de los abogados encuestados optaron 

por no responder la pregunta planteada. 

INTERPRETACIÓN  

Por lo tanto, de la tabla 12 y de la gráfica 12 se estima que el 

incremento de la pena privativa de libertad no reduce ni un mínimo el 

índice de criminalidad en el delito de sicariato juvenil. En tal sentido, 

no se debe practicar aquella política criminal que esté orientado 

solamente a la drasticidad de la pena porque no tiene ningún efecto 

positivo en el fenómeno de la delincuencia.  

13. Considera Ud., ¿Qué, la reducción de la edad a los doce años 

para responder penalmente contribuye en la reducción del delito 

de sicariato juvenil? 

Tabla Nº 13 

ENCUESTADOS 

RESPUESTAS FRECUENCIA PORCENTAJE 

 
15 

De acuerdo  
 

2 13% 

No opina  
 

1 7% 

En desacuerdo 12 80% 

TOTAL  15 100% 



81 

 

 

 

Gráfico Nº 13 

 

ANÁLISIS  

De los datos obtenidos del cuestionario aplicado a los quince 

abogados, se evidencia del gráfico Nº 13 que el 13% de los abogados 

encuestados consideran que la reducción de la edad a los doce años 

para responder penalmente contribuye en la reducción del delito de 

sicariato juvenil; mientras que el 80% del total de abogados 

encuestados consideran que la reducción de la edad a los doce años 

para responder penalmente no contribuye en la reducción del delito 

de sicariato juvenil. Por otro lado, el 7% de los abogados encuestados 

optaron por no responder la pregunta planteada. 

INTERPRETACIÓN  

Por lo tanto, de la tabla 13 y de la gráfica 13 se estima que la reducción 

de la edad a los doce años de los jóvenes perpetradores para 

responder penalmente no contribuye en nada a la reducción del delito 

de sicariato juvenil, todo lo contrario, estaríamos transgrediendo en 

todo sentido los ideales de un Estado de Derecho.  

Gráfico 13º 

De acuerdo No opina En desacuerdo
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14. Considera Ud., ¿Qué, la actual política criminal es eficaz en 

cuanto a la reducción del delito de sicariato juvenil? 

Tabla Nº 14 

ENCUESTADOS 

RESPUESTAS FRECUENCIA PORCENTAJE 

 
15 

De acuerdo  
 

5 33% 

No opina  
 

2 13% 

En desacuerdo 8 54% 

TOTAL  15 100% 

 

Gráfico Nº 14 

 

ANÁLISIS  

De los datos obtenidos del cuestionario aplicado a los quince 

abogados, se evidencia del gráfico Nº 14 que el 33% de los abogados 

encuestados consideran que la actual política criminal es eficaz en 

cuanto a la reducción del delito de sicariato juvenil; mientras que el 

54% del total de abogados encuestados consideran que la actual 

política criminal no es eficaz en cuanto a la reducción del delito de 

Gráfico 14º 

De acuerdo No opina En desacuerdo
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sicariato juvenil. Por otro lado, el 13% de los abogados encuestados 

optaron por no responder la pregunta planteada. 

INTERPRETACIÓN  

Por lo tanto, de la tabla 14 y de la gráfica 14 se estima que la política 

criminal caracterizada en el uso exclusivo y excesivo del Derecho 

Penal no está surtiendo efectos en la reducción de la criminalidad, 

debiéndose tratar de aplicar conjuntamente otras políticas públicas 

para prevenir y reducir la delincuencia.  

15. Considera Ud., ¿Qué, los agentes que utilizan a niños o 

adolescentes para cometer sicariato deben ser penados con 

cadena perpetua? 

Tabla Nº 15 

ENCUESTADOS 

RESPUESTAS FRECUENCIA PORCENTAJE 

 
15 

De acuerdo  
 

6 39% 

No opina  
 

1 7% 

En desacuerdo 8 54% 

TOTAL  15 100% 

Gráfico Nº 15 

 

Gráfico 15º 

De acuerdo No opina En desacuerdo
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ANÁLISIS  

De los datos obtenidos del cuestionario aplicado a los quince 

abogados, se evidencia del gráfico Nº 15 que el 39% de los abogados 

encuestados consideran que los agentes que utilizan a niños o 

adolescentes para cometer sicariato deben ser penados con cadena 

perpetua; mientras que el 54% del total de abogados encuestados 

consideran que los agentes que utilizan a niños o adolescentes para 

cometer sicariato no deben ser penados con cadena perpetua. Por 

otro lado, el 7% de los abogados encuestados optaron por no 

responder la pregunta planteada. 

INTERPRETACIÓN  

Por lo tanto, de la tabla 15 y de la gráfica 15 se estima que la solución 

para reducir el índice de criminalidad del delito de sicariato juvenil no 

es la aplicación de la cadena perpetua, ya que se debe tener en 

cuenta los fines de la pena, especialmente, el fin resocializador que 

sostiene que toda persona condenada luego de haber sido 

rehabilitada debe ser reincorporada a la sociedad.  
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16. Considera Ud., ¿Qué, la tipificación del delito de sicariato es 

innecesaria ya que puede ser comprendido en el delito de 

homicidio calificado por lucro? 

Tabla Nº 16 

ENCUESTADOS 

RESPUESTAS FRECUENCIA PORCENTAJE 

 
15 

De acuerdo  
 

6 39% 

No opina  
 

1 7% 

En desacuerdo 8 54% 

TOTAL  15 100% 

 

Gráfico Nº 16 

 

ANÁLISIS  

De los datos obtenidos del cuestionario aplicado a los quince 

abogados, se evidencia del gráfico Nº 16 que el 39% de los abogados 

encuestados consideran que la tipificación del delito de sicariato es 

innecesaria ya que puede ser comprendido en el delito de homicidio 

calificado por lucro; mientras que el 54% del total de abogados 

Gráfico 16º 

De acuerdo No opina En desacuerdo
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encuestados consideran que la tipificación del delito de sicariato es 

necesaria ya que no puede ser comprendido en el delito de homicidio 

calificado por lucro. Por otro lado, el 7% de los abogados encuestados 

optaron por no responder la pregunta planteada. 

INTERPRETACIÓN  

Por lo tanto, de la tabla 16 y de la gráfica 16 se estima que 

aparentemente el delito de sicariato puede ser comprendido en el 

artículo 108 del Código Penal por la causal de lucro; sin embargo, el 

sicariato al ser un delito muy grave debe ser tratado con otra distinción 

y, por tanto, merece su propia tipificación en un artículo diferente.  

 

17. Considera Ud., ¿Qué, los infractores que hayan cometido delitos 

graven deben ser separados de los infractores que hayan 

cometido delitos de bagatela? 

Tabla Nº 17 

ENCUESTADOS 

RESPUESTAS FRECUENCIA PORCENTAJE 

 
15 

De acuerdo  
 

11 73% 

No opina  
 

1 7% 

En desacuerdo 3 20% 

TOTAL  15 100% 
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Gráfico Nº 17 

 

ANÁLISIS  

De los datos obtenidos del cuestionario aplicado a los quince 

abogados, se evidencia del gráfico Nº 17 que el 73% de los abogados 

encuestados consideran que los infractores que hayan cometido 

delitos graven deben ser separados de los infractores que hayan 

cometido delitos de bagatela; mientras que el 20% del total de 

abogados encuestados consideran que los infractores que hayan 

cometido delitos graven no deben ser separados de los infractores 

que hayan cometido delitos de bagatela por ocasionar gastos 

innecesarios al Estado. Por otro lado, el 7% de los abogados 

encuestados optaron por no responder la pregunta planteada. 

INTERPRETACIÓN  

Por lo tanto, de la tabla 17 y de la gráfica 17 se estima que los 

infractores que hayan cometido delitos graven deben ser separados 

de los infractores que hayan cometido delitos de bagatela, esto con el 

Gráfico 17º 

De acuerdo No opina En desacuerdo
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objetivo de que los infractores primerizos no sean corrompidos por 

aquellos infractores peligrosos que han cometido delitos de gravedad.  

18. Considera Ud., ¿Qué, los infractores que han cometido sicariato 

se deben en gran medida a que no tiene los recursos necesarios 

para su subsistencia? 

Tabla Nº 18 

ENCUESTADOS 

RESPUESTAS FRECUENCIA PORCENTAJE 

 
15 

De acuerdo  
 

10 67% 

No opina  
 

2 13% 

En desacuerdo 3 20% 

TOTAL  15 100% 

 

Gráfico Nº 18 

 

ANÁLISIS  

De los datos obtenidos del cuestionario aplicado a los quince 

abogados, se evidencia del gráfico Nº 18 que el 67% de los abogados 

encuestados consideran que los infractores que hayan cometido 

Gráfico 18º 

De acuerdo No opina En desacuerdo
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sicariato se deben en gran medida a que no tiene los recursos 

necesarios para su subsistencia; mientras que el 20% del total de 

abogados encuestados consideran que los infractores que hayan 

cometido sicariato no se deben en gran medida a que no tiene los 

recursos necesarios para su subsistencia. Por otro lado, el 13% de los 

abogados encuestados optaron por no responder la pregunta 

planteada. 

INTERPRETACIÓN  

Por lo tanto, de la tabla 18 y de la gráfica 18 se estima que para que 

los menores de edad incurran en el delito de sicariato se debe a que 

estos no cuentan con los recursos económicos necesarios para su 

subsistencia propia y de su familia. En tal sentido, es evidente que el 

delito de sicariato juvenil es un problema social y debe combatirse por 

otros medios diferentes a la agravación de la pena. 

19. Considera Ud., ¿Qué, la medida de seguridad impuesta a los 

infractores que han cometido sicariato es proporcional con el 

hecho cometido? 

Tabla Nº 19 

ENCUESTADOS 

RESPUESTAS FRECUENCIA PORCENTAJE 

 
15 

De acuerdo  
 

5 33% 

No opina  
 

1 7% 

En desacuerdo 9 60% 

TOTAL  15 100% 

 

 



90 

 

 

 

Gráfico Nº 19 

 

ANÁLISIS  

De los datos obtenidos del cuestionario aplicado a los quince 

abogados, se evidencia del gráfico Nº 19 que el 33% de los abogados 

encuestados consideran que la medida de seguridad impuesta a los 

infractores que han cometido sicariato es proporcional con el hecho 

cometido; mientras que el 60% del total de abogados encuestados 

consideran que la medida de seguridad impuesta a los infractores que 

han cometido sicariato es desproporcional con el hecho cometido. Por 

otro lado, el 7% de los abogados encuestados optaron por no 

responder la pregunta planteada. 

INTERPRETACIÓN  

Por lo tanto, de la tabla 19 y de la gráfica 19 se estima que muchas 

veces la sentencia que impone una sanción al infractor que haya 

cometido sicariato es desproporcional con el hecho, trasgrediendo de 

esta forma el principio de proporcionalidad de las penas.  

Gráfico 19º 

De acuerdo No opina En desacuerdo
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20. Considera Ud., ¿Qué, a los infractores primerizos que hayan 

cometido sicariato se debe aplicar primero una medida de 

seguridad distinto a la internación? 

Tabla Nº 20 

ENCUESTADOS 

RESPUESTAS FRECUENCIA PORCENTAJE 

 
15 

De acuerdo  
 

5 33% 

No opina  
 

2 13% 

En desacuerdo 8 54% 

TOTAL  15 100% 

 

Gráfico Nº 20 

 

ANÁLISIS  

De los datos obtenidos del cuestionario aplicado a los quince 

abogados, se evidencia del gráfico Nº 20 que el 33% de los abogados 

encuestados consideran que a los infractores primerizos que hayan 

cometido sicariato se debe aplicar primero una medida de seguridad 

distinto a la internación; mientras que el 54% del total de abogados 

Gráfico 20º 

De acuerdo No opina En desacuerdo
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encuestados consideran que a los infractores primerizos que hayan 

cometido sicariato se debe aplicar, automáticamente, la internación. 

Por otro lado, el 7% de los abogados encuestados optaron por no 

responder la pregunta planteada. 

INTERPRETACIÓN  

Por lo tanto, de la tabla 20 y de la gráfica 20 se estima que los 

adolescentes infractores que hayan cometido delito de sicariato 

deben ser sancionados con la internación, ya que el delito de sicariato 

es un delito grave y, además, una medida de seguridad distinta a la 

internación no logrará que el infractor se rehabilite completamente.  
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4.2. Guía de análisis documental 

Seis (6) casos de adolescentes internados por sicariato- documentos facilitados por INDAGA: Observatorio Nacional de 

Política Criminal (2019). 

N° PRIMER 
NOMBRE O 
INCIALES 

DEL 
INFRACTOR 

ENTORNO FAMILIAR EN 
SU NIÑEZ Y/O FIGURA 

DE AUTORIDAD 

TIPO DE CLASE 
SOCIAL Y 

UBICACIÓN 
GEOGRÁFICA DEL 
CUAL PROVIENE 
EL INFRACTOR 

INFRACCIONES 
COMETIDAS ANTES 
DE INICIARSE EN EL 

SICARIATO 

EL INFRACTOR 
TIENE 

FAMILIARES 
SENTENCIADOS 

POR ALGÚN 
DELITO 

MOTIVACIÓN 
PARA 

INCURRIR EN 
SICARIATO 

INFLUENCIA DEL 
ENTORNO 

SOCIAL – AMIGOS 
Y/O CONOCIDOS 

CONSUMO DE 
SUSTANCIAS 

ALUCINÓGENAS 
U ALCOHOL 

POR EL 
INFRACTOR 

 
 
 
1 

 
 
CASO 
MARCOS 

- Separación de sus padres 
- Violencia familiar 
- Se crio al cuidado de sus 
bisabuelos 

- Pobre o pobre 
extremo 
- Barrio de Atahualpa 
en La Perla, la 
urbanización 
Constanza en 
Bellavista, Callao. 

- Robo y arrebato de 
celulares 

- Sus padres 
fueron apresados 
por otros delitos. 

- Satisfacción 
de ciertos 
gustos como 
las motos y 
chicas. 

- Si, del grupo de 
amigos que también 
se dedicaba al robo 
de celulares y a 
delitos más graves 

- alcohol 
- drogas 

 
 
 
2 

 
 
 
CASO 
CAMILO 

 
- Fue criado en un 
esquema familiar 
convencional. 
- Al cuidado de sus padres. 

 
- Clase media 
- Ciudad de 
Cajamarca. 

 
- Resguardaba 
cargamentos de 
“droga”. 

 
- No, su padre se 
dedicaba al trabajo 
convencional y su 
madre al cuidado 
del hogar. 

-Querer ganar 
dinero 
rápidamente, 
para darse 
ciertos gustos a 
temprana edad 

Si, fue contactado 
por un joven que le 
ofreció pagos 
semanales. 

- Drogas 

 
 
 
3 

 
 
 
CASO 
ABRAHAM 

 
- Violencia familiar 
- Familia desintegrada 
- Criado solamente al 
cuidado de su madre 
 
 
 
 

 
- De clase 
económica pobre. 
- Barrio “MOVIDO” 
Casa Grande, Trujillo 

 
- Arrebato de 
pertenencias en 
banda. 
- Robo con arma de 
fuego 
 

 
- Si, tiene un tío 
sentenciado por 
robo 

 
-La importancia 
De “ser 
reconocido”, y 
la 
remuneración 
del dinero 

 
- Si, sus amigos de 
barrio 
 
 
 
 
 
 
 

 
- Consumo de 
alcohol y de 
drogas 
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4 

 
 
 
 
CASO 
KEVIN 

 
 
 
- Fue criado en un entorno 
familiar convencional, 
integrado por sus padres y 
hermanos. 
 
 
 

 
- En Coishco, distrito 
de la provincia del 
Santa, en la región 
Ancash. 
 
- Barrio peligroso 

 
- Robo en banda de 
manera frecuente 

 
- No, inclusive sus 
padres lo 
entregaron a la 
policía cuando se 
enteraron de sus 
delitos. 

 
Le importaba 
“ganarse el 
respeto” y 
“sentirse más 
importante”. 

 
- Si, amigos de 
barrio que se 
encontraban 
vinculados en 
ciertas actividades 
delictivas. 

 
- Fiestas 
excesivas en 
alcohol y drogas 
 

 
 
 
5 

 
 
 
CASO 
ÁLVARO 

 
- Su crianza estuvo a cargo 
de su madre y sus abuelos 
quienes no tenían trabajo 
estable. 
 
 
 
 

 
- Carencias 
económicas- Pobre 
 
- Criado en el 
Cercado del Callao, 

 
 
- Robo en banda  
arrebato 

 
- Sí, su padre 
estuvo recluido en 
una cárcel por 
robo 

 
- Para darse 
ciertos gustos y 
ayudar a la 
economía del 
hogar.  
 

 
- Si, las malas 
juntas, amigos con 
los que 
pachangueaba. 

 
- Drogas y alcohol 

 
 
 
 
 
 
 
6 

 
 
 
 
 
CASO 
DAVID 
 
 
 
 
 

 
 
 
- Su crianza en la niñez 
tuvo la presencia de 
padres y hermanos 
- Carencia de dialogo con 
sus padres 
- Escenas de violencia 

 
 
 
 
- Carencias 
económicas - pobre 

 
 
 
 

- Robos  

 
 
- No, pero su tío 
tenía cierta fama a 
partir de los robos 
que cometía. 

 
 
- Ganar dinero 
fácil y por la 
rentabilidad 
que generaba. 

 
- Si, sus amigos de 
barrio con los que 
compartía tiempo 
fuera de casa 
- Participación en 
espacios sindicales 

 
 
 

- Alcohol  
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A. Descripción e interpretación descriptiva de los datos 

obtenidos de los seis (6) casos analizados en la guía de 

análisis documental. 

 Como se puede apreciar en el cuadro anterior, se ha realizado una 

síntesis y recopilado los datos necesarios de acuerdo a los indicadores 

planteados con nuestra investigación de los casos referidos a al sicariato 

cometido por adolescentes y, que a la fecha (2019), venían cumplimiendo la 

medida socioeducativa de internación en Centro Juvenil de Diagnóstico y 

Rehabilitación de Lima, dados obtenidos de INDAGA: Observatorio Nacional 

de Política Criminal. 

I1. ENTORNO FAMILIAR EN SU NIÑEZ Y/O FIGURA DE AUTORIDAD 

Respecto a este indicador, se ha podido notar que, en la mayor de las 

veces, la carencia de una figura paterna o de autoridad es preponderante en 

la toma de decisiones en la adolescencia; llegándose a ver problemas como 

la separación de los padres, la constante violencia familiar sufrida en la 

infancia por el infractor, la carencia de dialogo como problemas 

fundamentales para que en la adolescencia el menor incurra en actos 

infractores a la ley penal. 

I2. TIPO DE CLASE SOCIAL Y UBICACIÓN GEOGRÁFICA DEL CUAL 

PROVIENE EL INFRACTOR 

En cuanto al indicador de clase social o la clasificación económica, es 

significativamente preponderante que los adolescentes que incurren en la 
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comisión de delitos como el sicariato son los que en su niñez sufrieron 

carencias económicas, proveniendo en la mayoría de veces de familias de 

clase pobre extremo, pobre o clase media. 

Asimismo, se pudo apreciar que la creciente urbanización y 

nacimiento de asentamientos humanos “barrio movido”, pueblos jóvenes son 

sectores en donde con frecuencia muchos adolescentes se inclinan por 

cometer diversos ilícitos penales.  

I3. INFRACCIONES COMETIDAS ANTES DE INICIARSE EN EL 

SICARIATO 

 Analizado los casos, se puede precisar con cierta firmeza que el 100% 

de adolescentes hoy recluidos y que están cumplimiento la medida 

socioeducativa de internación, se iniciaron en su adolescencia temprano con 

el robo (en general), arrebato de carteras y celulares, robo en banda, robo a 

mano armada, etc. 

 En tanto, se concluye que el inicio hacia este mundo del sicariato en 

adolescentes inicia con su comisión en ilícitos penales de naturaleza menor, 

y a medida que van perfeccionándose, para escalar dentro de su grupo 

interno llegan a realizar ilícitos cada vez más graves como asesinato por 

encargo. 

I4. EL INFRACTOR TIENE FAMILIARES SENTENCIADOS POR 

ALGÚN DELITO 
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 En la gran mayoría de casos (70%) aproximadamente, los 

adolescentes que han incurrido en sicariato tienen o han tenido a sus 

familiares inmersos en hechos delictivos diversos o que fueron sentenciados. 

 En tanto, esto nos permite aterrizar en que es preponderante que los 

antecedentes que puedan haber tenido los padres o familiar de un 

adolescente para que este siga sus pasos, o se incline a contravenir la ley 

penal. 

I5. MOTIVACIÓN PARA INCURRIR EN SICARIATO 

 Si bien es cierto que en la mayoría de las ocasiones el factor 

económico pueda ser un factor principal para iniciarse en el sicariato o 

simplemente en la comisión de delitos patrimoniales, según el estudio 

realizado, se concluye que la motivación principal para que el adolescente 

incurra en el sicariato es el dinero fácil y por su rentabilidad para la 

satisfacción de gustos y vicios, compra de objetos caros, aunque algunas 

veces la necesidad de ser reconocido o respetado, sentirse el más 

importante por su entorno es el incentivo principal del adolescente sicario. 

I6. INFLUENCIA DEL ENTORNO SOCIAL – AMIGOS Y/O 

CONOCIDOS. 

 El indicador de entorno social, el medio, barrio (vecinos y amigos) en 

donde crece y se desenvuelve y con quienes comparte más tiempo es 

fundamental para que el adolescente se incline a la realización de ilícitos 

penalmente sancionados. 
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 Por ejemplo, en el caso de Marcos, influye en él el grupo de amigos 

que se dedicaba al robo de celulares y otros iícitos. De esta misma manera, 

los amigos o conocidos de barrio pueden ser los principales incitadores o 

ejemplo para que los adolescentes se inclinen a cometer ciertos delitos. 

I7. CONSUMO DE SUSTANCIAS ALUCINÓGENAS U ALCOHOL POR 

EL INFRACTOR 

 Por último, los vicios y el consumo de drogas y el alcohol se dan en la 

mayoría de los casos que se ha podido revisar, en razón al cual podemos 

afirmar que la inmadurez, las malas juntas, la alienación, el deseo de querer 

tener ciertos lujos que con trabajo digno no se podría lograr es que los 

adolescentes incurren en cometer el delito de sicariato. 
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CAPÍTULO V: RESULTADOS 

5.1. Análisis inferencial y/o contrastación de hipótesis 

5.1.1. Contrastación de hipótesis general 

En relación con los resultados obtenidos y con la información 

recabada, se verifica y da por contrastada la siguiente hipótesis general: “El 

impacto de la política criminal acerca del delito de sicariato juvenil, en 

los adolescentes de 16 a 18 años, sobreestima el rol del Derecho Penal 

como medio de control social y no se orienta a resolver los factores 

criminógenos subyacentes”.  

ESPINOZA MONDRAGÓN, en su tesis titulada “Política criminal y 

prevención del delito Hoy. Una propuesta de modelo de prevención 

para el Municipio de León, basado en la participación ciudadana”, ha 

concluido que “[…] La nueva política criminal no acepta aquellas 

políticas que se fundamental en la simple represión. Sosteniendo todo 

lo contrario, la represión debe ser utilizada solo cuando hayan 

fracasado las otras vías de represión menos lesiva que el derecho 

penal y, en caso de aplicarse, ha de respetarse los derechos 

fundamentales de toda persona. Asimismo, según la política criminal 

contemporánea el Estado debe priorizar una prevención general, es 

decir, tratar de disminuir los riesgos de una futura comisión delictiva 

y, excepcionalmente, a la represión de estas conductas cuando no 

haya sido posible evitar aquellas conductas, pero respetando el 
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principio de proporcionalidad de la pena. Finalmente, el Estado debe 

procurar la reinserción de los agentes del delito. […].   

Teniendo como referencia la investigación realizada por el tesista 

ESPINOZA MONDRAGÓN, se da por contrastada la hipótesis general, esto 

es, que el impacto de la política criminal acerca del delito de sicariato juvenil, 

en los adolescentes de 16 a 18 años, sobreestima el rol del Derecho Penal 

como medio de control social y no se orienta a resolver los factores 

criminógenos subyacentes. 

5.1.2. Contrastación de hipótesis específicos 

5.1.2.1. Contrastación de la primera hipótesis específica  

En relación con los resultados obtenidos y con la información 

recabada, se verifica y da por contrastada la primera hipótesis específica: 

“Los factores sociales que contribuye en la perpetración del delito de 

sicariato juvenil, en los adolescentes de 16 a 18 años son la pobreza y 

la violencia intrafamiliar”. 

ESPÍN SILVA, en su tesis titulada “El delito de sicariato y los 

adolescentes infractores”, ha concluido que “[…] los adolescentes 

cometen delito de sicariato por encontrarse en situación de 

vulnerabilidad como pobreza, violencia intrafamiliar o no tener una 

familia que les brinde protección, siendo presas fáciles de grupos 

delictivos, otro motivo es el abandono de los padres que hace que 

refugien en pandillas que trabajan con la delincuencia organizada. 

Asimismo, es menester tener en cuenta que, los adolescentes 

infractores es más probable que al comienzo empiecen con delitos de 
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bagatela, es decir, que sea un adolescente infractor no quiere decir 

que necesariamente cometerá delito de sicariato, porque para ello 

deben influir diversas causales que puede ser prevenibles con las 

medidas socioeducativas y el internamiento […]”.  

Asimismo, HUAMANÍ QUISPE, en su tesis titulada “El delito del 

sicariato en menores de edad en la Provincia de Coronel Portillo – 

periodo 2016”, ha concluido que “[…] la pobreza y la miseria son los 

que motivan la participación de menores de edad en el delito de 

sicariato en la provincia de Coronel Portillo. Asimismo, el maltrato 

familiar y la falta de comunicación de los padres, también influye en la 

vida que lleva el menor de edad, desencadenando un resentimiento 

social y generando violencia en su persona, para así transformarlo en 

sicario. Finalmente, la influencia de delincuentes mayores y el afán de 

protagonismo motivan el incremento y participación de menores de 

edad en el delito de sicariato en la provincia de Coronel Portillo […]”.  

Teniendo como referencia las investigaciones realizadas por los 

tesistas HUAMANÍ QUISPE y ESPÍN SILVA, se da por contrastada la 

primera hipótesis específica, esto es, que los factores sociales que 

contribuye en la perpetración del delito de sicariato juvenil, en los 

adolescentes de 16 a 18 años son la pobreza y la violencia intrafamiliar. 

5.1.2.2. Contrastación de la segunda hipótesis específica 

En relación con los resultados obtenidos y con la información 

recabada, se verifica y da por contrastada la segunda hipótesis específica: 

“El incremento de la sanción penal para el delito de sicariato juvenil no 
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contribuye a la reducción del mismo, en los adolescentes de 16 a 18 

años” 

CHERO MONTALVO, en su tesis titulada “La reducción de la 

criminalidad en el Perú a través de una eficaz política criminal de 

carácter preventivo”, ha concluido que “[…] Una política criminal que 

solamente se base en el derecho penal es una política criminal que 

en el futuro va a fracasar. Por ende, para mantener un mejor 

resultado, es decir, reducir la criminalidad se debe tener en cuenta al 

control social formal e informal, en otras palabras, para lograr el fin de 

la política criminal deben participar los tres poderes del Estado, 

también, la familia, la educación, el trabajo y la religión. En síntesis, el 

autor de la tesis aduce que una política criminal que respete los 

derechos fundamentales de las personas debe priorizar sobre todo a 

la prevención del delito que a la represión de la misma […]”.  

Teniendo como referencia la investigación realizada por la tesista 

CHERO MONTALVO, se da por contrastada la segunda hipótesis específica, 

esto es, que el incremento de la sanción penal para el delito de sicariato 

juvenil no contribuye a la reducción del mismo, en los adolescentes de 16 a 

18 años.  

5.1.2.3. Contrastación de la tercera hipótesis específica 

En relación con los resultados obtenidos y con la información 

recabada, se verifica y da por contrastada la tercera hipótesis específica: “La 

reducción de la edad penal a los 12 años no contribuiría a la lucha 

contra el delito de sicariato juvenil, en los adolescentes de 16 a 18 años, 
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toda vez que no contempla los factores criminógenos subyacentes a tal 

delito”. 

YONG MENDOZA, en su tesis titulada “El sicariato y los menores de 

edad”, Pontificia Universidad Católica del Perú-Lima”, ha concluido 

que “[…] la creencia errónea de los legisladores consistente en 

modificar el artículo 20° inciso 2 del CP con con el objetivo de que los 

jóvenes menores de 18 años que incurran en delitos de alta gravedad 

como sicariato, robo, homicidio, violación sexual, etc., puedan ser 

responsables penalmente en el proceso común. Sin embargo, tal 

postura de los congresistas peruanos no es razonable en nuestro 

sistema penal, ya que los tratados internacionales en los cuales el 

Perú es miembro, sobre todo en la Convención Internacional sobre los 

Derechos del Niño, según el cual todo Estado parte tiene la obligación 

de fomentar y regular un proceso especial para la determinación de 

una sanción, producto de una conducta contraria a las normas 

penales que sería en nuestro caso el proceso de seguridad. En tal 

sentido, nuestro país como estado parte de tal tratado internacional 

tiene la obligación de impedir que los menores de edad que hayan 

incurrido en un delito sean procesados o castigados en el proceso 

común […]”.  

Teniendo como referencia la investigación realizada por la tesista 

YONG MENDOZA, se da por contrastada la tercera hipótesis específica, esto 

es, que la reducción de la edad penal a los 12 años no contribuiría a la lucha 
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contra el delito de sicariato juvenil, en los adolescentes de 16 a 18 años, toda 

vez que no contempla los factores criminógenos subyacentes a tal delito. 

5.2. Discusión de resultados  

ENCUESTADOS 

RESPUESTAS FRECUENCIA PORCENTAJE 

 
15 

De acuerdo  
 

5 33% 

No opina  
 

2 13% 

En desacuerdo 8 54% 

TOTAL  15 100% 

 

La pregunta realizada a los abogados, esto es, Considera Ud. ¿Qué, 

la actual política criminal es eficaz en cuanto a la reducción del delito de 

sicariato juvenil? se evidencia que el 33% de los abogados encuestados 

consideran que la actual política criminal es eficaz en cuanto a la reducción 

del delito de sicariato juvenil; mientras que el 54% del total de abogados 

encuestados consideran que la actual política criminal no es eficaz en cuanto 

a la reducción del delito de sicariato juvenil. Por otro lado, el 13% de los 

abogados encuestados optaron por no responder la pregunta planteada 

Por lo tanto, se estima que la política criminal caracterizada en el uso 

exclusivo y excesivo del Derecho Penal no está surtiendo efectos en la 

reducción de la criminalidad, debiéndose tratar de aplicar conjuntamente 

otras políticas públicas para prevenir y reducir la delincuencia. 

ENCUESTADOS RESPUESTAS FRECUENCIA PORCENTAJE 

 
15 

De acuerdo  
 

10 67% 

No opina  
 

2 13% 

En desacuerdo 3 20% 

TOTAL  15 100% 
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La pregunta realizada a los abogados, esto es, Considera Ud. ¿Qué, 

los infractores que han cometido sicariato se deben en gran medida a que 

no tiene los recursos necesarios para su subsistencia? se evidencia que el 

67% de los abogados encuestados consideran que los infractores que hayan 

cometido sicariato se deben en gran medida a que no tiene los recursos 

necesarios para su subsistencia; mientras que el 20% del total de abogados 

encuestados consideran que los infractores que hayan cometido sicariato no 

se deben en gran medida a que no tiene los recursos necesarios para su 

subsistencia. Por otro lado, el 13% de los abogados encuestados optaron 

por no responder la pregunta planteada. 

Por lo tanto, se estima que para que los menores de edad incurran en 

el delito de sicariato se debe a que estos no cuentan con los recursos 

económicos necesarios para su subsistencia propia y de su familia. En tal 

sentido, es evidente que el delito de sicariato juvenil es un problema social y 

debe combatirse por otros medios diferentes a la agravación de la pena. 

ENCUESTADOS RESPUESTAS FRECUENCIA PORCENTAJE 

 
15 

De acuerdo  
 

3 20% 

No opina  
 

1 7% 

En desacuerdo 11 73% 

TOTAL  15 100% 

 

La pregunta realizada a los abogados, esto es, Considera Ud. ¿Qué, 

el incremento de la sanción penal en el delito de sicariato juvenil reduce su 

índice criminal? se evidencia que el 20% de los abogados encuestados 

consideran que el incremento de la sanción penal en el delito de sicariato 
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juvenil reduce su índice criminal; mientras que el 73% del total de abogados 

encuestados consideran que el incremento de la sanción penal en el delito 

de sicariato juvenil no reduce su índice criminal. Por otro lado, el 7% de los 

abogados encuestados optaron por no responder la pregunta planteada. 

Por lo tanto, se estima que el incremento de la pena privativa de 

libertad no reduce ni un mínimo el índice de criminalidad en el delito de 

sicariato juvenil. En tal sentido, no se debe practicar aquella política criminal 

que esté orientado solamente a la drasticidad de la pena porque no tiene 

ningún efecto positivo en el fenómeno de la delincuencia. 

ENCUESTADOS RESPUESTAS FRECUENCIA PORCENTAJE 

 
15 

De acuerdo  
 

2 13% 

No opina  
 

1 7% 

En desacuerdo 12 80% 

TOTAL  15 100% 

 

La pregunta realizada a los abogados, esto es, Considera Ud. ¿Qué, 

la reducción de la edad a los doce años para responder penalmente 

contribuye en la reducción del delito de sicariato juvenil? se evidencia que el 

13% de los abogados encuestados consideran que la reducción de la edad 

a los doce años para responder penalmente contribuye en la reducción del 

delito de sicariato juvenil; mientras que el 80% del total de abogados 

encuestados consideran que la reducción de la edad a los doce años para 

responder penalmente no contribuye en la reducción del delito de sicariato 

juvenil. Por otro lado, el 7% de los abogados encuestados optaron por no 

responder la pregunta planteada. 
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Por lo tanto, se estima que la reducción de la edad a los doce años de 

los jóvenes perpetradores para responder penalmente no contribuye en nada 

a la reducción del delito de sicariato juvenil, todo lo contrario, estaríamos 

transgrediendo en todo sentido los ideales de un Estado de Derecho. 

5.3. Aporte científico  

Primer aporte científico  

El párrafo terceo del artículo 108-C del Código Penal referente al delito 

de sicariato establece lo siguiente: 

 

Consideramos que dicho párrafo del artículo 108-C del Código Penal 

trasgrede los fines de la pena que están regulados en el noveno artículo del 

Título Preliminar del Código Penal, según el cual una de las funciones de la 

pena es la resocialización; sin embargo, la pena privativa de libertad de 

cadena perpetua excluye en su totalidad esa posibilidad al interno, esto es, 

de reincorporarse a la sociedad.  

En tal sentido, proponemos la modificación del párrafo tercero del 

artículo 108-C del Código Penal, debiéndose regular de la siguiente forma: 
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Segundo aporte científico  

El artículo 230 del Código de los Niños y Adolescentes referente a los 

criterios para la determinación de la pena establece lo siguiente: 

 

Consideramos que dicho artículo no toma en cuenta el móvil del 

agente, tal aspecto resulta ser importantísimo en el delito de sicariato juvenil, 

ya que influirá en la decisión del juez a favor del infractor al momento de 

imponer la sanción por el delito de sicariato juvenil.  

En este sentido, proponemos que en el numeral a) del artículo 230 del 

Código de los Niños y Adolescentes se agregue el móvil del agente, 

quedando redactado de la siguiente forma: 
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Tercer aporte científico  

El artículo 236 del Código de los Niños y Adolescentes referente a la 

duración de la internación establece lo siguiente: 

 

Consideramos que dicho artículo trasgrede el principio de 

proporcionalidad de las sanciones ya que la sanción de internación no menor 

de seis ni mayor de diez años es desproporcional y que le priva de toda su 

juventud al infractor, viviendo en un total remordimiento con el sistema penal.  
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En este sentido, proponemos la modificación del artículo 236 del Código de 

los Niños y Adolescentes, debiéndose regular de la siguiente forma: 
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CONCLUSIONES 

Primera conclusión  

Se concluye que el impacto de la política criminal acerca del delito de 

sicariato juvenil, en los adolescentes de 16 a 18 años, sobreestima el rol del 

Derecho Penal como medio de control social y no se orienta a resolver los 

factores criminógenos subyacentes, esto significa que la política criminal 

conducente en la maximización del Derecho Penal no está dando los frutos 

que se espera, esto es, reducir el índice de criminal en el delito de sicariato 

juvenil. Existen dos tipos de controles sociales por los cuales el Estado 

puede responder frente aquellas conductas que contraviene las buenas 

costumbres y el orden social; en primer lugar, el control social informal la cual 

busca internalizar valores y patrones de conductas en los ciudadanos por 

medio de la familia, la escuela, la sociedad, entre otros; en segundo lugar, el 

control social formal la cual se caracteriza en la represión del individuo por 

contravenir las normas jurídicas siendo un claro ejemplo el Derecho Penal; 

sin embargo, este último es de aplicación de última ratio y el más gravoso.  

Segunda conclusión  

Se concluye que los factores sociales que contribuye en la perpetración del 

delito de sicariato juvenil, en los adolescentes de 16 a 18 años, son la 

pobreza y la violencia intrafamiliar. Se debe entender que el delito de 

sicariato juvenil antes que un problema jurídico es un problema social y que, 

por tanto, antes de la desesperada actuación del Estado de expedir normas 

penales se debe estudiar los factores que origina el problema del delito de 

sicariato, solo entonces se podrá realizar una buena política criminal por 

parte del Estado. En este sentido, para que los jóvenes entre 16 a 18 años 

de edad incurran en el delito de sicariato se debe; en primer lugar, a la falta 

de recursos económicos para satisfacer sus necesidades básicas y; en 

segundo lugar, los problemas de violencia intrafamiliar que vive inmerso el 

adolescente.  
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Tercera conclusión  

Se concluye que el incremento de la sanción penal para el delito de sicariato 

juvenil no contribuye a la reducción del mismo, en los adolescentes de 16 a 

18 años. Actualmente, se evidencia una práctica muy ligada a la figura del 

Derecho Penal del Enemigo que consiste en inocuizar al enemigo 

(delincuente) en un centro penitenciario por ser considerado como sujeto 

peligroso para los intereses de la sociedad y esta inocuización lo realiza por 

medio de la drasticidad o elevación de la pena privativa de libertad; sin 

embargo, esta práctica no viene funcionando para reducir el índice de 

criminalidad en el delito de sicariato juvenil, sino todo lo contrario.  

Cuarta conclusión  

Se concluye que la reducción de la edad penal a los 12 años no contribuiría 

a la lucha contra el delito de sicariato juvenil, en los adolescentes de 16 a 18 

años, toda vez que no contempla los factores criminógenos subyacentes a 

tal delito. Es ilógico sostener que la reducción de la edad a los 12 años para 

ser considerados imputables (responsable penalmente) pueda contribuir en 

la reducción del delito de sicariato juvenil, ya que como dijimos anteriormente 

este delito no es un problema jurídico, sino un problema social ya sea por 

factores económicos o factores intrafamiliares, además, que a los 

contratistas les importa poco o nada que el menor puede responder 

penalmente a los 12 años de edad.  
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RECOMENDACIONES 

Primera recomendación 

 Se recomienda a las autoridades de las escuelas públicas y privadas a 

realizar constantemente charlas educativas entre profesores, padres e hijos 

para fortalecer el vínculo o lazo familiar. Asimismo, se recomienda a las 

municipales de cada distrito a incentivar los juegos deportivos juveniles con 

el objetivo de evitar que los niños, adolescentes y jóvenes caigan en vicios 

delictivos.  

Segunda recomendación  

Por estudios previos se plasma que el desempleo juvenil se asocia con el 

índice de criminalidad del delito de sicariato juvenil, a diferencia de la relación 

entre el desempleo de los adultos y la criminalidad, cuya relación es más 

débil. Es por ello que, el Estado debe incentivar en la promoción de trabajo 

a través de sus diversas entidades y estos últimos brindar y priorizar a los 

jóvenes con el objetivo de crear un hábito de trabajo en ellos. Asimismo, 

incentivar al Estado a la creación de más programas estatales como el 

Pronabec que brinden los recursos económicos a los jóvenes estudiantes 

para que no incurran en malos hábitos.  

Tercera recomendación  

Se recomienda a los legisladores peruanos a dejar de utilizar la práctica 

legislativa consistente en la agravación de la pena privativa de libertad y la 

exclusión de beneficios penitenciarios, debido a que esta política criminal 

tendiente a utilizar al Derecho Penal como primera ratio no viene 

funcionando en la reducción de la delincuencia. Asimismo, se recomienda a 

los jueces penales a aplicar de una forma correcta las atenuantes del artículo 

46, inciso 1 del Código Penal ya que en el momento de la determinación de 

la pena privativa de libertad los jueces penales hacen caso omiso a estas 
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atenuantes, quienes solo aplican las agravantes del artículo 46, inciso 2 del 

Código Penal.  

Cuarta recomendación  

Se recomienda a los legisladores peruanos a dejar de idealizar la concepción 

de la reducción de la imputabilidad a los 12 años de edad, esto es que si los 

niños de 12 años de edad cometieran algún delito puedan responder 

penalmente por sus actos ilícitos ya que se caería en un total abuso de poder 

por parte de las autoridades, quienes obviarían que los niños con una edad 

de 12 años no pueden discernir entre lo bueno y lo malo. Por otro lado, se 

recomienda al Estado a contratar más psicólogos en las escuelas públicas y 

exigir a las escuelas privadas a la contratación de psicólogos con el objetivo 

de detectar indicios de niños y adolescentes tendientes a delinquir.    
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MATRIZ DE CONSISTENCIA 

Título: “Impacto de la política criminal sobre el delito de sicariato juvenil, en los adolescentes de 16 a 18 
años, Huánuco 2019”  

Problemas Objetivos Hipótesis Marco teórico 
PROBLEMA GENERAL 
¿Cuál es el impacto de la 
política criminal acerca del 
delito de sicariato juvenil, 
en los adolescentes de 16 
a 18 años, Huánuco 2019? 
 
PROBLEMAS 
ESPECÍFICOS 
PE1 ¿Cuál es la tasa de 
reincidencia del sicariato 
juvenil en los adolescentes 
de 16 a 18 años, Huánuco 
2019? 
PE2 ¿Cómo el 
incremento de la sanción 
penal para el delito de 
sicariato juvenil contribuye 
a la reducción del mismo, 
en los adolescentes de 16 
a 18 años, Huánuco 2019? 
PE3 ¿En qué medida la 
reducción de la edad penal 

OBJETIVO PRINCIPAL 
Determinar el impacto de la 
política criminal acerca del 
delito de sicariato juvenil, en los 
adolescentes de 16 a 18 años. 
 
OBJETIVOS ESPECÍFICOS 
OE1 Establecer la tasa de 
reincidencia del sicariato 
juvenil en los adolescentes de 
16 a 18 años. 
 
OE2 Analizar si el incremento 
de la sanción penal para el 
delito de sicariato juvenil 
contribuye a la reducción del 
mismo, en los adolescentes de 
16 a 18 años. 
 
OE3 Evaluar si la reducción de 
la edad penal a los 12 años 
contribuiría a la lucha contra el 

HIPÓTESIS GENERAL 
El impacto de la política 
criminal acerca del delito de 
sicariato juvenil, en los 
adolescentes de 16 a 18 años, 
sobreestima el rol del Derecho 
Penal como medio de control 
social y no se orienta a resolver 
los factores criminógenos 
subyacentes. 
HIPÓTESIS ESPECÍFICAS 
HE1  La tasa de reincidencia 
del sicariato juvenil en los 
adolescentes de 16 a 18 años 
se incrementa anualmente 
como resultado de una política 
criminal que no se orienta a 
resolver los factores 
criminógenos subyacentes. 

HE2 El incremento de la 
sanción penal para el delito de 
sicariato juvenil no contribuye a 
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a la lucha contra ese 
flagelo, en los 
adolescentes de 16 a 18 
años, Huánuco 2019? 

delito de sicariato juvenil, en los 
adolescentes de 16 a 18 años. 

  

la reducción del mismo, en los 
adolescentes de 16 a 18 años. 

HE3 La reducción de la edad 
penal a los 12 años no 
contribuiría a la lucha contra el 
delito de sicariato juvenil, en los 
adolescentes de 16 a 18 años, 
toda vez que no contempla los 
factores criminógenos 
subyacentes a tal delito. 
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CONSENTIMIENTO INFORMADO 

 

TÍTULO: Impacto de la política criminal sobre el delito de sicariato 

juvenil, en los adolescentes de 16 a 18 años, Huánuco 2019 

Yo, ……………………………………………, estoy de acuerdo en colaborar 

en la presente investigación, cuyo objetivo es determinar el impacto de la 

política criminal acerca del delito de sicariato juvenil, en los adolescentes de 

16 a 18 años. 

Tengo el conocimiento que mi participación es de forma voluntaria, que mis 

respuestas serán confidenciales y que no se realizará ninguna entrega de 

dinero por mi participación en la presente investigación. 

Permito que la información obtenida sea utilizada solo con fines de 

investigación científica. 

 

                                                             --------------------------------------------                            

                                                                        Firma del participante    

                                                      

 

 

--------------------------                                       --------------------------                    ------------------------ 

   Firma del tesista                                              Firma del tesista                            Firma del tesista 
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INSTRUMENTOS DE RECOLECCIÓN DE DATOS 

 

CUESTIONARIO  

 

“Impacto de la política criminal sobre el delito de sicariato juvenil, en los adolescentes 

de 16 a 18 años, Huánuco 2019” 

Instrumentos de recolección de datos 

Sres. 

Gracias por responder el cuestionario.  

Como parte de nuestra tesis en la Universidad Nacional Hermilio Valdizan, estamos 

realizando una investigación acerca del “Impacto de la política criminal sobre el delito de 

sicariato juvenil, en los adolescentes de 16 a 18 años, Huánuco 2019”, que consiste en el 

desarrollo de un cuestionario, esta información será de gran valor para el desarrollo de mi 

investigación.  

Los datos que en ella se consignen se tratarán de forma anónima 

Por favor marcar con una (X) la alternativa que corresponda con su opinión aplicando la 

siguiente valoración: 

1= De acuerdo 

2= No opina  

3= En desacuerdo  

 
Nº PREGUNTA 1 2 3 

X= Política criminal  

1 

Considera Ud., ¿Qué, la política criminal es eficaz en la 

reducción de la criminalidad? 
   

2 

Considera Ud., ¿Qué, el incremento de la pena es disuasivo 

en la reducción de la criminalidad? 
   

3 

Considera Ud., ¿Qué, la exclusión de los beneficios 

penitenciarios influye en la reducción de la criminalidad? 
   

4 

Considera Ud., ¿Qué, se aplica el fin socializador de la pena 

en los delitos de gravedad? 
   

5 
Considera Ud., ¿Qué, el Estado debe priorizar una política 

criminal preventiva que a una política criminal reaccionista? 

   

6 

Considera Ud., ¿Qué, se logra la rehabilitación de los 

condenados por delitos que son considerados graves para la 

sociedad? 
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7 

Considera Ud., ¿Qué, se debe fomentar el empleo en las 

cárceles para lograr que los que han cumplido su pena no 

reincidan en la comisión de delitos? 

   

8 

Considera Ud., ¿Qué, la aplicación del derecho penal del 

enemigo trasgrede las garantías mínimas que debe tener todo 

proceso penal? 

   

9 

Considera Ud., ¿Qué, la despreocupación por parte del 

Estado hacia los sentenciados que viven en un total 

hacinamiento penitenciario vulnera sus derechos 

fundamentales? 

   

10 
Considera Ud., ¿Qué, la inocuización de los delincuentes 

habituales es eficaz en la prevención de los delitos? 

   

Y= Sicariato juvenil  

11 
Considera Ud., ¿Qué, la tasa de criminalidad del delito de 

sicariato juvenil ha incrementado con el pasar del tiempo? 
   

12 
Considera Ud., ¿Qué, el incremento de la sanción penal en el 

delito de sicariato juvenil reduce su índice criminal? 
   

13 

Considera Ud., ¿Qué, la reducción de la edad a los doce años 

para responder penalmente contribuye en la reducción del 

delito de sicariato juvenil? 

   

14 
Considera Ud., ¿Qué, la actual política criminal es eficaz en 

cuanto a la reducción del delito de sicariato juvenil? 
   

15 

Considera Ud., ¿Qué, los agentes que utilicen a niños o 

adolescentes para cometer sicariato deben ser penados con 

cadena perpetua? 

   

16 

Considera Ud., ¿Qué, la tipificación del delito de sicariato es 

innecesaria ya que puede ser comprendido en el delito de 

homicidio calificado por lucro? 

   

17 

Considera Ud., ¿Qué, los infractores que hayan cometido 

delitos graven deben ser separados de los infractores que 

hayan cometido delitos de bagatela? 

   

18 

Considera Ud., ¿Qué, los infractores que han cometido 

sicariato se deben en gran medida a que no tiene los recursos 

necesarios para su subsistencia? 

   



125 

 

 

 

19 

Considera Ud., ¿Qué, la medida de seguridad impuesta a los 

infractores que han cometido sicariato es proporcional con el 

hecho cometido? 

   

20 

Considera Ud., ¿Qué, a los infractores primerizos que hayan 

cometido sicariato se debe aplicar primero una medida de 

seguridad distinto a la internación? 
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ANEXO – CASOS SOBRE SICARIATO JUVENIL - INDAGA 
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CASO MARCOS 
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CASO CAMILO 
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CASO ABRAHAM 
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CASO KEVIN 
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CASO ÁLVARO 
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CASO DAVID 
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RESUMEN DE FACTORES DETERMINANTES (6 CASOS DE SICARIATO COMETIDO POR ADOLESCENTES) 

N° ENTORNO 
FAMILIAR 
VIOLENTO 

CARENCIA DE UNA 
FIGURA DE 
AUTORIDAD 

CARENCIA 
ECONÓMICA DEL 

INFRACTOR 

EL ROBO Y 
ARREBATO COMO 

PRIMERAS 
CONTRAVENSIONES 

A LA LEY PENAL 

FAMILIARES 
SENTENCIADOS 

O CON 
INCLINACIÓN 

DELICTIVA 

MOTIVACIÓN 
ECONOMICA 

Y/O SER 
RESPETADO   

INFLUENCIA DE 
AMIGOS Y/O 
CONOCIDOS 

CONSUMO DE 
ALCOHOL Y/O 

DROGAS 

 
1 

 
SI 

 
SI 

 
SI 

 
SI 

 
SI 

 
SI 

 
SI 

 
SI 

 
2 

 
NO 

 

 
NO 

 
NO 

 
NO 

 
NO 

 
SI 

 
SI 

 
SI 

 
3 

 
SI 

 
SI 

 
SI 

 
SI 

 
SI 

 
SI 

 
SI 

 
SI 

 
4 

 
NO 

 
NO 

 

 
SI 

 
SI 

 
NO 

 
SI 

 
SI 

 
SI 

 
5 

 
SI 

 
SI 

 
SI 

 
SI 

 
SI 

 
SI 

 
SI 

 
SI 

 
6 

 
SI 
 

 
NO 

 
SI 

 
SI 

 
SI 

 
SI 

 
SI 

 
SI 

 

Descripción: SI NO 

ENTORNO FAMILIAR VIOLENTO 4 2 

CARENCIA DE UNA FIGURA DE AUTORIDAD 3 3 

CARENCIA ECONÓMICA DEL INFRACTOR 5 1 

EL ROBO Y ARREBATO COMO PRIMERAS CONTRAVENSIONES A LA LEY PENAL 5 1 

FAMILIARES SENTENCIADOS O CON INCLINACIÓN DELICTIVA 4 2 

MOTIVACIÓN ECONOMICA Y/O SER RESPETADO   6 0 

INFLUENCIA DE AMIGOS Y/O CONOCIDOS 6 0 

CONSUMO DE ALCOHOL Y/O DROGAS 6 0 
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